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PROPUESTA PARA LA DISCUSION POLITICA 
HACIA UN NUEVO PROYECTO NACIONAL



A MODO DE INTRODUCCIÓN

El Compañero Oscar Smith era, en diciembre de 1974, Secretario
General del Sindicato de Luz y Fuerza de Capital Federal. Fue poste-
riormente desaparecido por el gobierno ejercido por la dictadura
militar de esos años, en la noche nefasta del 14 de febrero del año
1977. Estamos convencidos que lo desaparecieron por ser Trabajador;
Sindicalista; Argentino y Peronista.

Por aquél entonces nos decía que “Los Trabajadores de Luz y Fuerza
hemos conformado una estructura dinámica y social que probablemente sea
el orgullo, no solo de nuestro Gremio sino de todo el Movimiento Obrero
Argentino. Esto nos obliga más que nunca a NO convertirnos en una isla
dentro del proceso nacional. Nosotros somos parte integrante de la columna
vertebral del Movimiento Nacional Justicialista, es decir del Movimiento
Nacional. Y es necesario destacar que bajo ningún punto de vista el
Movimiento Obrero puede renunciar a continuar siendo la columna verte-
bral del proceso nacional, ya que es la garantía del futuro.” Hoy, año 2010,
a 36 años de ese mensaje, continua vigente su pronunciamiento y perdu-
ran como un legado irrenunciable los contenidos del mismo.

Ahora bien, como dijo el compañero Hugo Moyano en el acto de lanza-
miento de la Corriente Nacional Sindical Peronista, realizado el 19 de
septiembre del 2009 en Mar del Plata, en los tiempos actuales, recordan-
do lo que el General Perón nos decía respecto a que “Los Trabajadores
éramos la columna vertebral del Justicialismo porque no estábamos prepa-
rados para más. Descanse, mi General, porque ahora estamos en condicio-
nes de asumir el desafío de ser la cabeza del Movimiento”.

Convencidos de ello, creemos conveniente destacar, a las mujeres y hom-
bres de nuestro gremio en particular y del movimiento obrero en gene-
ral, como así también, a las mujeres y hombres del campo nacional y
popular, sin que ello deba ser interpretado de adjudicación de representa-
ción alguna de los mismos, considerándonos sí, parte integrante del
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mismo, y reafirmar que para que haya un futuro debe existir una histo-
ria, un presente, un hoy. En ello pusimos, ponemos y pondremos nues-
tros mayores, nuestros mejores esfuerzos y compromiso, tanto en el
plano institucional, como en el personal.

Dando continuidad, y pretendiendo ser fiel con la historia y conducta
del Gremio de Luz y Fuerza, de contribuir con sus propuestas al diseño
de un Proyecto Nacional para un Cambio de Estructuras que sin dudas
posibilitará la concreción de una PATRIA JUSTA, LIBRE Y SOBERANA,
actualizadas hoy en el marco conceptual del Desarrollo Sustentable y en
la construcción de una PATRIA GRANDE, soñada y proclamada por los
fundadores de las PATRIAS de nuestra América Latina y enriquecido
dicho marco por el pensamiento de los Patriotas que hicieron posible la
INDEPENDENCIA de nuestra PATRIA a partir de las jornadas del 1810,
el SINDICATO REGIONAL de LUZ y FUERZA de la PATAGONIA,
encomendó a los Compañeros de la FUNDACIÓN PATAGONIA TER-
CER MILENIO la preparación de un borrador que sirviera de base para
la discusión política de un NUEVO PROYECTO NACIONAL.

Queremos dejar aclarado, que el documento que se presenta está sujeto a
los aportes de otras Compañeras y de otros Compañeros, así como a la
elaboración de anteproyectos de leyes para la implementación de los pun-
tos que integran la propuesta para un NUEVO PROYECTO NACIONAL.

La presentación de nuestra propuesta es coherente con la conducta his-
tórica del Sindicato, reflejada en la “LA VISION DE LOS TRABAJADO-
RES DE LUZ Y FUERZA EN 1972”(1), que se transcribe a continuación.

Como premisa fundamental de la estrategia alternativa, Argentina no puede
esperar que se produzca el desarrollo, el cambio, la democratización y la
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segunda independencia como resultado del juego de sus actuales estruc-
turas y de los mecanismos y procesos espontáneos. Se requiere una política
integrada que asegure un gran y rápido impulso de desarrollo, y que debe
incorporar y producir los siguientes prerrequisitos, rasgos y resultados.

1. Prevalencia de los intereses generales de la Sociedad nacional (y de
América Latina) sobre los de grupos privados minoritarios, tendencias
particularistas, y corporaciones y potencias extranjeras respecto al País 
y a la Región.

2. Expansión y redistribución nacional y progresiva del excedente 
económico.

3. Transformación estructural del agro, especialmente en lo relativo a la
tenencia y uso de la tierra; aumento de la productividad de los sectores
agropecuarios, mineros y otros recursos naturales.

4. Superación de la actual etapa de industrialización meramente sustitu-
tiva de importaciones, y paso a otra etapa de industrialización integrada.

5. Creación de condiciones favorables a la autonomía nacional, a la
democratización y a la creatividad en las esferas de la cultura, la ciencia
y la tecnología.

6. Cambios sustanciales en la estructura social. Supone y exige como
premisa, como mecanismo y como resultado, el sacudimiento de la
situación subordinada y oprimida de apatía e indiferencia impuestas a
las masas, y el estímulo a su apoyo, a su movilización autónoma, a su
participación activa y directa.

7. Control creciente de los sistemas de poder y de decisión por grupos
dinámicos y transformadores, que no teman y que no resistan el 
desarrollo nacional y la integración latinoamericana, y que por el con-
trario los necesiten y promuevan.
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8. Obtención de un grado cada vez mayor de articulación nacional
interna y de consenso generalizado a favor del desarrollo y de la integra-
ción, como base irreemplazable para la actuación en este sentido por
Estados representativos, consolidados y eficaces.

9. Reemplazo del crecimiento errático y desequilibrio bajo régimen 
liberal en lo económico y autoritario en lo político, por un desarrollo
total e integrado, promovido y ejecutado por el Estado, los entes públi-
cos y las organizaciones sociales de base y contenido populares, a través
de un plan cada vez más imperativo que fortalezca el poder de aquéllos
y extienda sus ámbitos de aplicación.

10. Ruptura de la dependencia externa respecto a los Estados Unidos y 
al bloque latinoamericano formal creado (O.E.A.) y operado bajo su
hegemonía; y respecto de toda otra potencia (capitalista o comunista)
que pretenda reemplazar a aquellos.

Como no puede ni debe ser de otra manera, hacemos nuestra, esta 
posición expresada en el año 1972 por el Gremio de Luz y Fuerza en 
su publicación “PAUTAS PARA UNA POLÍTICA NACIONAL”.

Héctor Rubén González
Secretario General 
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Los indicadores culturales, socioeconómicos y políticos actuales, nacio-
nales, provinciales, municipales y locales de nuestro País, así como
regionales y mundiales, constituyen hoy escenarios significativamente
diferente a los de décadas pasadas, ya que las consecuencias del modelo
socioeconómico aplicado en el País en las últimas décadas avanzaron
progresivamente en el deterioro del Escenario cultural de la Nación,
hasta situarnos hoy en el marco de lo que podríamos denominar como
una situación de catástrofe desde el punto de vista cultural(1).

Ahora bien, dicha situación ¿es percibida por igual por toda la población
que resultó agredida por la implementación del modelo socioeconómico
liberal? Sin dudas que no, ya que en cada etapa de deterioro del Escenario
cultural resultaron seriamente afectados sectores de población diferentes
entre sí, y el exacerbamiento del individualismo en búsqueda de la “salva-
ción” hizo el resto. Se minimizaron o perdieron valores que conforman la
dignidad de la persona humana, entre ellos: los de la solidaridad, no solo
entre grupos o personas de diferentes clases sociales agredidas, sino
incluso al interior de una misma clase; también los que motivaban el
rechazo activo a toda situación de injusticia social; prescindiendo en el
mismo de la identidad de los agredidos por dicha injusticia; entre otras
pérdidas de valores culturales.

El exacerbamiento del individualismo anuló las capacidades de los inte-
grantes de la gran mayoría de las organizaciones sociales (sean gremia-
les, políticas, religiosas, etc.) para enfrentar en conjunto las implicancias
negativas del modelo socioeconómico liberal, delegando por acción u
omisión a presuntos o auto-propuestos “salvadores”, la oportunidad de
la toma de decisiones que deberían concurrir a la superación de los efec-
tos de la catástrofe cultural, sin reparar que, éstos, constituyeron y cons-
tituyen una parte del conjunto de ejecutores de dicho modelo.
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(1) CULTURA, “en su sentido más amplio, puede considerarse como el conjunto de rasgos distintivos,
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La magnitud y velocidad de los cambios culturales negativos ocurri-
dos en las últimas décadas, si no son percibidos como tales, pueden
constituirse en una restricción casi insuperable para poner en práctica
respuestas eficaces, ya que la población agredida en el actual Escena-
rio no se une para la superación de los problemas que les son comu-
nes, aunque en magnitudes heterogéneas, contradiciendo la arraigada
idea de que la unidad surge de manera casi natural en momentos de
crisis. Por el contrario, se manifiesta una conciencia de supervivencia
con pautas de conductas sumamente precarias y muy alejadas de la
ética en el sentido tradicional.

En estos tiempos, entonces, no está de más recordar que generacional-
mente somos ciudadanos de una Nación que impulsó el desarrollo y la
expansión de sus fuerzas productivas, a tal punto que más de la mitad
de la riqueza generada estuvo destinada al bienestar de los trabajadores,
en situación de pleno empleo; ciudadanos que mantenemos en nuestra
memoria genética el haber contado con un sistema educativo nivelador
de las desigualdades e impulsor de la equidad social; con un servicio de
salud pública de vanguardia a nivel mundial.

Ciudadanos de una Nación que supo poner a buen resguardo el domi-
nio, la tenencia, la utilización y explotación de sus recursos naturales en
beneficio de la Felicidad del Pueblo y la Grandeza de la Nación, dotada
de una comunidad científica, técnica y profesional creciente, de sobrada
capacidad, creatividad y dedicación al trabajo; es decir, hombres y muje-
res con la memoria de haber participado en la construcción de una
Nación con Dignidad y Justicia Social, memoria que está en nuestros
cuerpos y ya es parte constitutiva de una etapa del ciclo de nuestras
vidas y, por lo tanto, patrimonio irrenunciable de nuestra voluntad polí-
tica de recuperar la plena vigencia de la JUSTICIA SOCIAL.
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1. Propuesta de políticas para la discusión en el marco de 
la elaboración de un NUEVO PROYECTO NACIONAL

La concreción de la puesta en vigencia de una irrestricta JUSTICIA
SOCIAL presenta para los argentinos dos obstáculos a superar: uno es el
marco interno y las estructuras económico - sociales del privilegio; el
otro son los intereses de los países industriales. Uno y otro conforman
dos caras de una misma situación: la dependencia.

Las propuestas que presentamos a continuación en ajustada síntesis, tie-
nen como principal objetivo cumplir el papel de disparadores en la bús-
queda de la definición de un programa con la participación protagónica
de quienes asuman como propia la necesidad de avanzar hacia un pro-
ceso de concreción de una irrestricta JUSTICIA SOCIAL.

Pero además, las propuestas que a continuación se puntualizan, parten
de asumir que el modelo “nacional” implementado por los sucesivos
Gobiernos Constitucionales y las dictaduras cívico - militares, práctica-
mente desde mediados de los años 70 del siglo XX, por solo referirnos a
las décadas más recientes de la historia nacional, no dio ni podrá dar
respuestas positivas a la problemática socioeconómica de la mayoría de
la población, aun cuando en algunos momentos pueda llegar a percibir-
se una relativa atenuación de los efectos negativos del modelo, aun en el
marco de una de las tantas crisis del capitalismo a nivel global. Ello
implica que las propuestas presentadas parten de asumir la certeza de
que, de continuar en operaciones el actual modelo de crecimiento, no
habrá soluciones de fondo, estructurales, a los problemas que padece la
mayoría del Pueblo Argentino.

Por lo tanto, se asume que resulta necesario formular un nuevo PRO-
YECTO NACIONAL, que sea funcional a la casi totalidad de la pobla-
ción. Y decimos a la casi totalidad, porque así como el modelo de cre-
cimiento vigente, en la práctica, excluye de sus beneficios a la gran
mayoría de la población, seguramente el nuevo modelo tendrá tam-
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bién excluidos: los antisociales incapaces de resignar su nefasto indivi-
dualismo y los negadores de la dignidad humana del resto de la pobla-
ción que habita el suelo argentino.

En síntesis, la propuesta que presentamos como disparador de la partici-
pación protagónica de quienes decidan participar en la concreción de
un proceso de irrestricta JUSTICIA SOCIAL, tiene como principales
componentes los siguientes:

1.1. Sanción de una Nueva Constitución Nacional Política del
Estado: Llamado a una Consulta Popular vinculante para la sanción
de una Ley de Convocatoria a una Asamblea Nacional Constituyente
Originaria para la sanción de una Nueva Constitución Nacional
Política del Estado. El llamado a dicha Consulta Popular podrá estar
legitimado en una ley reglamentaria del actual artículo 40(2) de la
Constitución Nacional, sin perjuicio de la elección de otros mecanis-
mos de participación protagónica ciudadana reconocidos en cuanto a
su eficacia y legitimidad en los marcos del respeto a la Soberanía
Popular y al Derecho Constitucional.

Esta voluntad política radica en la necesidad de restituir un marco de legi-
timidad y legalidad constitucional, que fuera interrumpido por la contra-
rrevolución llamada “Libertadora”, en 1955, fuera de toda lógica y susten-
to normativo alguno. Allí, por un bando militar se derogó la Constitución
Nacional sancionada y promulgada en 1949, que más allá de tecnicismos
legislativos, constituía la cabal expresión de la inmensa mayoría del
Pueblo Argentino. Ello quedó puesto de manifiesto el 27 de Abril de 1956
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(2) Artículo 40: El Congreso, a iniciativa de la Cámara de Diputados, podrá someter a consulta popular  un
proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El voto afirmativo del proyecto por el pueblo de la
Nación lo convertirá en ley y su promulgación será automática.
El Congreso o el presidente de la Nación, dentro de sus respectivas competencias, podrá convocar a consulta
popular no vinculante. En este caso el voto no será obligatorio.
El Congreso, con el voto de la mayoría absoluta  de la totalidad de los miembros de cada Cámara, reglamentará
las materias, procedimientos y oportunidad de la consulta popular.  



cuando el Presidente de facto Pedro Eugenio Aramburu dictó una pro-
clama declarando nula la reforma constitucional de 1949 e imponiendo
la constitución de 1853, con las reformas de 1860, 1866 y 1898.

La ilegitimidad de la restauración de la constitución de 1853 quedó
expuesta de forma elocuente en el llamado a elecciones constituyentes
mediante la sanción del Decreto 3838/57, el cual dispuso para el desarro-
llo de la Convención un plazo absurdamente breve que no podía superar
los 45 días bajo sanción de caducidad. Además, literalmente prohibió la
participación del Peronismo. De tal forma, el 28 de Julio de 1957 se lle-
varon a cabo los comicios, imponiéndose los votos en blanco del
Peronismo con un total de 2.119.147, seguido por la Unión Cívica
Radical del Pueblo con 2.117.160, la Unión Cívica Radical Intransigente
con 1.821.459 y el resto de los sufragios repartidos entre el Partido
Socialista, el Partido Demócrata Cristiano, Demócrata del Centro,
Demócrata, Demócrata Progresista, Comunista, Cívico Independiente,
Laborista, De los Trabajadores y Unión Federal.

A ello hay que sumarle que una vez constituida la Convención
Constituyente en la Ciudad de Santa Fe, a partir del 30 de Agosto de
1957, la UCRI y algunas facciones menores retiraron a sus represen-
tantes dejando a la Convención nítidamente expuesta como una reu-
nión de flagrantes sediciosos contra la Soberanía Popular. Es de desta-
car que el planteo de este sector consistió en tachar de nulidad a la
Convención Constituyente, argumentando que un Presidente de facto
no tiene facultades para derogar una Constitución ni para declarar la
necesidad de su reforma, señalando la ausencia de un marco democrá-
tico al proscribir a la fuerza política mayoritaria y denunciando que el
verdadero objetivo de la Convención es restituir la Constitución de
1853 para eliminar de forma definitiva las reformas introducidas en la
Constitución de 1949. Resulta importante destacar asimismo que el
principal argumento del otro sector que apoyó esta Convención frau-
dulenta fue esgrimido por el convencional Alfredo Palacios del
Partido Socialista invocando el derecho a la revolución.
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De tal forma, sin obstáculos pero en una ilegitimidad vergonzante, el
bando sedicioso resuelve tomar como base la Constitución de 1853, para
de allí en más declarar procedente la reforma.

Toda esta ilegitimidad abiertamente violatoria de la Soberanía Popular
es arrastrada y homologada nuevamente a través de la sanción de la ley
24.309 del 29 de Diciembre de 1993, mediante la cual se dispusiera el
llamado a elecciones constituyentes para el año 1994 y que en su artí-
culo 1° directamente niega la existencia de la Constitución de 1949 al
disponer: “Declarase necesaria la reforma parcial de la Constitución
Nacional de 1853 con las reformas de 1860, 1866, 1898 y 1957”.

En consecuencia; es el derecho de las bestias, todavía hoy en nuestros días el
sustento de nuestra organización constituyente.

Es por todo ello que consideramos condición irrenunciable para la
definitiva implementación de un Nuevo Proyecto Nacional retomar el
camino de la normalización constituyente de la Nación bajo el impe-
rio irrestricto de la Soberanía Popular, asumiendo que el fin natural
de la comunidad, como así también de la Constitución que la estruc-
tura, es conseguir que todos y cada uno de los miembros de la comu-
nidad, a través de los cambios de cosas y servicios, obtengan cuanto
necesiten para estar en condiciones de desarrollarse integralmente de
un modo acorde con su dignidad humana.

De tal forma, el contenido operativo y programático de la Nueva
Constitución Política del Estado quedará definido por la restitución del
poder constituyente al Pueblo, condición originariamente indisponible
para su legitimidad y eficacia.

En esta perspectiva sostenemos que esta nueva Constitución Política
del Estado no podrá prescindir del núcleo básico de derechos y garan-
tías de orden político, social y económico instituidos en la
Constitución de 1949 (artículos 38, 39 y 40(3) entre otros); para de allí
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en más avanzar en reformas de segunda generación y desatar una 
profunda ola transformadora de los cuerpos normativos subalternos 
y reglamentarios de dicha Constitución, como ser entre otros las leyes
y los códigos de fondo (Civil, Penal, Aeronáutico, Minero, etc.) e
incluso los de procedimientos.

Todo lo señalado en este punto, no debe ser asumido en los términos de
una discusión pseudo jurídica, que inevitablemente convertiría su análi-
sis en un debate para un reducido grupo de juristas “caracterizados”.

Se trata concretamente de un encuadre político, que pretende recompo-
ner la continuidad conceptual, política e histórica de un proceso que fue
violentamente interrumpido.

Es justamente en esa interrupción, su forma, y la injustificable nega-
ción posterior, en que pueden comenzar a encontrarse muchas de las
razones por las que se comprenderían la mayoría de los retrocesos
que, en torno a sus derechos, ha sufrido en las últimas décadas la
mayoría del pueblo Argentino.

Si como se ha dicho, una Constitución del Estado no es otra cosa que 
la carta de navegación de una sociedad, no es cuestión menor resolver 
la recomposición sobre la continuidad del proceso histórico en este tras-
cendental aspecto.
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(3) Artículo 38: “La propiedad privada tiene una función social y, en consecuencia, estará sometida a las
obligaciones que establezca la ley con  fines de bien común. Incumbe al Estado fiscalizar la distribución y la
utilización del campo e intervenir con el objeto de desarrollar e incrementar su rendimiento en interés de la
comunidad, y procurar que cada labriego o familia labriega la posibilidad de convertirse en propietario de la
tierra que cultiva. …”
Artículo 39: “El capital debe estar al servicio de la economía nacional y tener como principal objeto el bienestar
social. Sus diversas formas de explotación no pueden contrariar los fines de beneficio común del pueblo
argentino”.
Artículo 40: “La organización de la riqueza y su explotación tienen por fin el bienestar del pueblo, dentro de un
orden económico conforme a los principios de la justicia social. El Estado, mediante una ley, podrá intervenir en
la economía y monopolizar determinada actividad, en salvaguardia de los intereses generales y dentro de los
límites fijados por los  derechos fundamentales asegurados en esta Constitución. …” 



Es justamente la Constitución de 1949 la que refleja, como proyecto
colectivo de la sociedad, el pensamiento que irrumpió en la Argentina
en 1945, y que desde entonces se convirtió en bandera fundamental de
los trabajadores.

Esa reivindicación nos corresponde como derecho y obligación por ser,
lo contenido en la Constitución de 1949, lo que podemos denominar un
gen constitutivo de nuestra identidad política.

1.2. Deuda Externa. Suspensión del pago de los compromisos generados
por la porción de la Deuda Externa sobre la que existan dudas de legitimi-
dad, o formen parte de maniobras delictivas contra el Estado (por ejemplo,
las estatizaciones de las deudas externas privadas, el blindaje, el megacanje,
etc.), hasta que el trabajo de una Comisión Investigadora constituida al
efecto culmine su cometido y sus resultados posibiliten asumir decisiones
sobre dicha deuda.

1.3. Privatizaciones. Revisar todas las privatizaciones y concesiones
efectuadas, como mínimo desde el año 1990, incluyendo las posterio-
res transferencias de las mismas entre actores económicos, etc., para
determinar la existencia o no de adjudicaciones que impliquen sos-
pechas de delitos (compra de bienes intencionalmente subvaluados y
vendidos prácticamente de inmediato con grandes ganancias) contra
el Estado en particular y la Sociedad en su conjunto en general.

1.4. Deudas privadas con el Estado, incobrables. Se constituirá una
sola cartera de acreencias del Sistema Bancario Nacional, sobre gran-
des empresas industriales manufactureras y grandes explotaciones
agropecuarias, a efectos de integrar los bienes, de los que el Sistema
deba hacerse cargo por incobrabilidad de las deudas y/o por razones
de interés social, en un Programa de Producción y Ocupación genera-
dor de Unidades Asociativas bajo formas Cooperativas, etc., acordes
con las particularidades de aquellas. Para garantizar el éxito de las
nuevas empresas, el Estado será cliente cautivo de las mismas.
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1.5. Servicios Esenciales. Los servicios esenciales para la calidad de vida
de la población, por su carácter social estratégico, volverán a ser de pro-
piedad exclusiva del Estado, quien podrá establecer un régimen mixto de
gestión nacional de los mismos. Estos comprenden los concernientes al
abastecimiento de agua potable, el abastecimiento de energía, los trans-
portes de cargas y pasajeros, las comunicaciones, la seguridad social, la
seguridad del trabajo, entre otros.

1.6. Rol del Estado. Tanto en el proceso de inversión como en los de
acumulación y distribución, la gestión del Estado será de alta significa-
ción, a fin de asegurar que los beneficios del crecimiento económico
alcancen a todos los habitantes de la Nación. Esto implica que debe asu-
mir la responsabilidad efectiva de la Planificación económica y social,
con plena y activa participación de la Sociedad a través de
Organizaciones Sociales que posibiliten la libre expresión y participa-
ción protagónica de las culturas y la síntesis de las mismas.

1.7. El nuevo Federalismo. El rol que deben asumir los Estados
Provinciales en la construcción de un Nuevo Estado Nacional, implicará
la erradicación de los feudos que históricamente emergieron y se man-
tienen hasta hoy en base a una falsa concepción federal. El Nuevo Estado
Nacional irá asumiendo cada vez más su papel de compatibilizador de
políticas y administrador de los asuntos en común que no pueden ser
divididos. En esto radicará la fortaleza de ambas expresiones, es decir, de
lo nacional y lo provincial.

1.8. Economía. El control de las áreas consideradas estratégicas en la eco-
nomía nacional en general y provinciales en particular, tales como, por
ejemplo, las involucradas en la Soberanía y Seguridad Alimenticia, el
Sistema Financiero, las fuentes de energía y el abastecimiento energético,
la minería, entre otras, estará reservado al Estado Nacional, quien tendrá
la mayoría de las acciones de toda sociedad que se constituya para la ges-
tión integral de dichas áreas. Al interior de las empresas de actividades
reservadas al capital del Estado se desarrollarán formas asociativas de
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gestión con los Gobiernos Provinciales y las organizaciones de
Trabajadores. Dichas formas asociativas asegurarán un adecuado nivel de
participación en ellas, incluyendo la distribución de los excedentes netos
generados por las mencionadas actividades.

La “privatización” de empresas consideradas no estratégicas, se 
realizará otorgando las mismas a formas asociativas compuestas ini-
cialmente por el Estado y los Trabajadores involucrados en cada una
de aquellas, donde el primero irá cediendo poder para la toma de
decisiones a los segundos, hasta que, asegurada la consolidación, a
nivel de cada empresa, irán siendo otorgadas en comodatos a 
perpetuidad, a las formas asociativas de los Trabajadores. O sea que
las empresas serán utilizadas como instrumentos para expandir los
beneficios de la “privatización” en el marco de referencia del Nuevo
Estado Social.

La propiedad privada será normada, sin que ello implique tender a la
atomización de las grandes empresas y sí, en cambio, con el objetivo de
maximizar el número de beneficiarios en la distribución de los exceden-
tes y de establecer garantías para una efectiva contribución de la propie-
dad privada al fortalecimiento de los Estados Nacional y Provinciales.
Como parte de tales normas se establecerán formas de cogestión, auto-
gestión y control de los programas de inversión, producción, gestión
integral, etc. En síntesis, implica poner a la propiedad privada en fun-
ción social.

Respecto a los Planes, Programas y Proyectos de Inversión, deberán ser
diseñados en el marco de referencia del MERCOSUR ampliado, tendien-
do a implementar un Proyecto de Integración Latinoamericana en parti-
cular, y de cooperación y solidaridad efectiva con los Países del Tercer
Mundo en general.

Los puntos hasta aquí explicitados constituirían el marco global, previo
a la elaboración de las políticas sectoriales.
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2. La estructura de dirigentes - militantes y la política 
hacia los sectores sociales

Dijimos que solo una estructura organizativa integrada por dirigentes
- militantes puede estar en condiciones de implementar una política
de construcción de estructuras organizativas sociales en lo Local, a tra-
vés de un proceso sostenido e intenso de información - capacitación -
formación, que implique la discusión político - ideológica y la elabora-
ción participativa protagónica de un Proyecto Nacional que exprese los
intereses del conjunto de la sociedad y especialmente los de los secto-
res sociales agredidos y más vulnerables respecto a la implementación
de la política liberal.

3. Propuesta de algunos temas básicos para la discusión.
En lo inmediato por la urgencia de aportar soluciones a 
problemas acuciantes 

La casi totalidad de las propuestas publicitadas para salir de la “crisis”, en
realidad de la catástrofe integral que implicó la destrucción del Estado,
perpetrada para aumentar aun más el nivel de ganancias de una minoría
asociada o involucrada con capitales transnacionales, o las acumulaciones
de los tradicionales y de los históricos “capitales nacionales”, eufemística-
mente considerados como capitales de la “burguesía nacional”, tienen
como destino principal el mercado externo, y para ello se insiste hasta el
cansancio en la necesidad de producir “competitivamente”, lo que en este
caso significa producir bienes y extraer recursos naturales no renovables,
e incluso algunos renovables tratados como no renovables, bajo criterios
de uso de capital intensivo, lo que implica minimizar la ocupación de la
mano de obra.

Pero claro, las propuestas se explican por provenir en su mayoría de
profesionales o políticos que solo conocen “folklóricamente” la exis-
tencia de algunos recursos naturales, es decir, ni siquiera de la poten-
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cialidad de uso de los aún no extinguidos. Frente a ello, caben un par
de reflexiones que, por cierto, no agotan las que al respecto podrían
desarrollarse situándose en el centro de nuestro País, sumido integral-
mente en una catástrofe integral inimaginable por las riquezas natu-
rales que contiene. Pero esta es la situación, una situación de catástro-
fe a la que hay que dar respuesta en lo inmediato para no seguir
cometiendo los errores “productivistas”, considerados como aciertos
por políticos, algunos de ellos gobernantes, y economistas puestos en
el papel de dictadores de las políticas globales y sectoriales, muchas
veces, claro está, con el “patriótico” apoyo de los destructores del
Estado Nacional.

Si hoy el Gobierno Nacional se dispusiera a solucionar de manera per-
manente y en el menor tiempo posible el drama de la desocupación y
el hambre, y si solo se fijara en las posibilidades ocupacionales de la
construcción, la respuesta desde el punto de vista sistémico no sería la
correcta. Si a ello agregara la implementación de políticas tendientes al
crecimiento de la producción industrial con destino principal al merca-
do externo, la escala y tecnología requeridas para ello implicaría una
demanda mínima de fuerza de trabajo, y también en este caso la res-
puesta desde el punto de vista sistémico no sería la correcta. Y si a ello
sumara la generación de empleo por la venta de servicios especiales y la
intensificación de la extracción y venta de recursos naturales no reno-
vables, la demanda ocupacional continuaría siendo mínima, aun agre-
gando a todo ello las demandas indirectas generadas por cada una de
las mencionadas actividades, por lo tanto, la respuesta del Gobierno
Nacional seguiría siendo incorrecta.

Para dar respuesta inmediata a los problemas planteados, es necesario
diseñar e implementar un perfil productivo que parta del conocimiento
de ellos, es decir, de las situaciones de desocupación, hambre, degrada-
ción de recursos naturales renovables, tendencia al agotamiento de
algunos no renovables, injusta distribución de la riqueza nacional,
concentración de los recursos naturales en pocas manos, así como de
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su uso y goce, entre muchos otros que nos condujeron a la situación 
de catástrofe integral actual, lo que exige lecturas, análisis y respuestas
sistémicas.

Y en esa lectura y análisis aparece un sector, extraño o ajeno en las postu-
laciones políticas y económicas de los argentinos “modernos”, tanto de los
de derecha, declarados y de los vergonzantes, como de los de la izquierda
tradicional que siempre intentó representar las demandas de los obreros
industriales y las de los trabajadores del sector público. Dicho sector
extraño es el que genérica y convencionalmente (aunque mueva a “escán-
dalo”) denominaremos agrícola, abarcando en él a todos los recursos
naturales vegetales y animales, cultivados o no, criados o no por el hom-
bre, así como a la agroindustria de escala familiar o comunitaria, ambas
pequeñas o a lo sumo medianas en sentido estricto.

Poner en marcha dicho sector, en el marco de un Nuevo Proyecto
Nacional que, entre otros objetivos, debe dar una respuesta sistémica a
los problemas ya mencionados, implica asumir la decisión política de
implementar un nuevo perfil productivo, basado en el aprovechamiento
y uso integral de los recursos naturales renovables y no renovables, en el
marco conceptual del desarrollo sustentable. Ello incluye, necesariamen-
te, la introducción de un cambio sustancial en la estructura de tenencia
de la tierra, con una marcha casi masiva de desocupados y subocupados
para incorporarse a las actividades productivas y de servicios en el sec-
tor, no como asalariados sino como productores bajo diversas formas
asociativas de producción primaria, trabajo, agroindustria, servicios,
comercialización, etc.

A grandes rasgos y sin pretensiones de lograr una síntesis acabada, poner en
marcha el mencionado sector supone lo siguiente:

•  selección y preparación, en centros de capacitación y formación, de los
desocupados y subocupados que manifiesten su interés por radicarse
en el medio rural (podría iniciarse usando infraestructura y pequeñas

21



y medianas superficies existente en el Conurbano Bonaerense, así
como en las vecindades de Ciudades y Pueblos del incorrectamente
denominado interior del País);

•  censo de los desocupados y subocupados para determinar la capacita-
ción a impartir y la asistencia integral que deberá implementarse res-
pecto a su Familia (seguramente, además de instituciones del sector
público, como el INTA, pero reestructurado para el cumplimiento de
los objetivos del programa), con la participación del INDEC nacional
y las instituciones de Estadística y Censos provinciales, otros organis-
mos del sector público de las Provincias, así como las universidades
nacionales y provinciales, y las privadas que manifiesten interés en
apoyar la puesta en marcha del sector);

•  formación de los equipos técnicos que actuarán brindando capacitación a
los postulantes y luego asistencia técnica en los predios cuando se efectivi-
ce la radicación de los beneficiarios directos en el mismo. Participarían
profesionales del sector público reestructurado al servicio de la puesta en
marcha del sector, así como nuevos profesionales incorporados al efecto);

•  formación de los equipos de docentes y trabajadores sociales que
implementarían asistencia a las familias de los que acepten incorpo-
rarse al sector, hasta su radicación en el medio rural (equipos que
estarían integrados por actuales docentes rurales y nuevas incorpora-
ciones en el marco de la puesta en marcha del sector);

•  selección de las áreas de radicación de los nuevos productores, determi-
nación de los programas de producción integral que incluye el aprove-
chamiento de los múltiples productos que constituyen la oferta de los
ecosistemas forestales y no forestales, así como de la agroindustria aso-
ciada, el tamaño de la unidad asociativa a constituir con los nuevos
productores, el tipo de asistencia técnica que se les debería brindar, la
estimación de los recursos necesarios, el diseño del plan de financia-
miento, la organización del o de los mercados hacia los cuales estaría
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orientada la producción (mercado local tipo feria, mercado informal,
mercado externo para intercambio sin exigencias de marcas patenta-
das, mercado externo formal, etc.);

•  implementación de la construcción de viviendas usando materiales
locales, sin degradar la oferta de los ecosistemas. Construcción de la
infraestructura para la asistencia técnica, docente, y de servicios en
general, incluyendo la infraestructura para la implementación de la
agroindustria que aumente el valor agregado de los bienes producidos
en cada unidad asociativa o conjunto de éstas.

La propuesta, sintéticamente expuesta contribuiría sustancialmente a la
superación de los ya mencionados graves problemas de Hambre y
Desocupación, hoy dominantes en el territorio nacional.

El Programa podría ser iniciado usando el recurso tierra fiscal con bos-
que nativo (alrededor de doce millones de hectáreas según estimaciones
conservadoras) para el aprovechamiento de sus múltiples productos en
un plan de manejo sustentable, compatible además con la actividad
pecuaria con manejo de las existencias mediante el uso de alambradas
eléctricas, y con la agricultura orientada principalmente al autoconsumo,
es decir, no como actividad principal, pero además usando las tierras de
propiedad fiscal que estuvieron y están asignadas a diversas Instituciones,
que décadas atrás fueron utilizadas como componente necesario para el
desarrollo de sus actividades, pero que hoy se encuentran sin uso por los
cambios estructurales ocurridos en ellas, estimándose que, como míni-
mo, totalizan más de Un millón de hectáreas que podrían ser incorpora-
das rápidamente a la producción agropecuaria y forestal.

Además, la iniciación del Programa podría realizarse utilizando también
otras tierras fiscales de propiedad de la Nación y de las Provincias o
Municipios, incluyendo las provenientes de herencias vacantes y de otros
orígenes, aptas para el cultivo, actualmente no utilizadas o subutilizadas
en la producción primaria.
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La ejecución de la puesta en marcha del sector requiere la acción con-
junta con otros sectores (educación, salud, investigación, extensión –
comunicación forestal, pecuaria, etc.), pero cumpliendo funciones dife-
rentes a las establecidas por el modelo actual de crecimiento.

Los recursos financieros necesarios para la puesta en operaciones del
Programa son importantes pero no imposibles de obtener, ya que parte
de ellos podrían provenir de reasignaciones presupuestarias de los recur-
sos disponibles en Programas en ejecución pero ineficientes, y de los
cuales existen numerosos y conocidos ejemplos.

A NIVEL SECTORIAL

4. Sector agropecuario y agroindustrial

De hecho, y por posterior derecho positivo, las superficies con mayor
capacidad de usos agrícolas están localizadas en territorios con sufi-
ciente infraestructura de apoyo construida con recursos del ahorro
de la sociedad en el Estado, se encuentran bajo el régimen de propie-
dad privada. Recuperar las porciones sustraídas a la función social es
indispensable para poner al servicio de la solución de parte de la
problemática económico-social un instrumento insustituible.

Las superficies revertidas a la propiedad social, en el Estado, deben ser
redistribuidas bajo formas de Unidades Asociativas de Producción (en el
marco conceptual del Cooperativismo), preservando los tamaños que
posibiliten la obtención de todos los beneficios posibles, incluyendo
también los derivados del manejo bajo criterios de uso sostenible a per-
petuidad. Dichas Unidades deberán maximizar el número de beneficia-
rios directos y tender a la eliminación del problema generado por los
minifundios y los latifundios.

El uso de los recursos productivos agropecuarios y forestales debe ser
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reorientado, tanto en función de la capacidad de uso potencial bajo cri-
terios de uso sostenible, como en función de los intereses de la sociedad
en su conjunto.

El Comercio Exterior debe ser nacionalizado (importaciones y exportacio-
nes) a fin de erradicar las prácticas comerciales que privan a la Sociedad, a
los productores, al Estado, de una importante masa de recursos.

La política sobre Parques Nacionales y Reservas Naturales debe ser modifica-
da bajo criterios de beneficio social, posibilitando a la par el turismo social, la
conservación productiva de los recursos naturales renovables y el aprovecha-
miento de los recursos naturales no renovables compatible con dicha conser-
vación, así como con las raíces culturales del hombre americano.

La propiedad de las aguas utilizadas para el riego debe ser revertida al
Estado e integrar el conjunto de recursos a utilizar en el reordenamiento
de la distribución de la propiedad. Hasta hoy, en varias Provincias, el
agua es utilizada para el control político y económico social de la mayo-
ría de sus habitantes.

En lo institucional, lo anterior requeriría lo siguiente:

•  Reestructuración del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Pesca -
MAGP, para adecuarla al papel que debe cumplir como parte del
Nuevo Estado Nacional en la regulación y control de las actividades
desarrolladas en el sector. Como parte de dicha reestructuración, res-
pecto a los componentes del Ministerio debe modificarse el funciona-
miento autónomo en unos casos y /o autárquico en otros, con el obje-
tivo de lograr una mayor eficacia y eficiencia en sus actividades, entre
las cuales tienen un lugar importante:

•  la elaboración de políticas activas y de propuestas de leyes al Congreso
de la Nación, a las Legislaturas Provinciales y a los órganos
Municipales, en los casos que corresponda;
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•  la jerarquización de la intervención del MAGP en las actividades de
Alimentación y Mercados, agregándole las funciones concernientes a la
elaboración, implementación y control de la agroindustria, con énfasis
en el fomento y desarrollo de la agroindustria de tamaño multifamiliar
mediano y familiar, destinada a agregar valor a la producción de peque-
ños productores organizados en unidades asociativas agroindustriales
(integrando la producción de materia prima y la transformación indus-
trial de la misma, para la obtención de mayores ingresos por parte de
los productores);

•  la recreación del IFONA, con incumbencias tanto respecto al bosque
nativo como al implantado y la recuperación del espíritu de la Ley Nº
13.273, en especial en lo concerniente al manejo sostenible de la pro-
ducción y aprovechamiento de los múltiples productos del bosque
nativo, privilegiando la reforestación con especies nativas;

•  el fortalecimiento institucional para el eficiente ejercicio del poder de
policía conferido por las leyes, que no debe ser delegado a institucio-
nes del sector Privado;

•  la investigación de temas estratégicos, que tampoco debe ser delegada
al sector Privado;

•  lo anterior requiere, entre otros aspectos, la recreación de un Instituto
Nacional responsable de la investigación, multiplicación, control, y de
todas las actividades relacionadas con las normas técnicas y de control
de calidad de las semillas, incluyendo lo concerniente a las creaciones
fitogenéticas y biotecnológicas, ya que se trata de un tema estratégico
para el Estado Nacional;

•  la incorporación, en la elaboración de sus políticas y actividades, de la
dimensión ambiental en general y del cambio climático en particular.
Entre otros beneficios, ello le posibilitará, por ejemplo, tratar el problema
de las inundaciones y sequías usando criterios de manejo integral del agua;

26 |  Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la Patagonia



•  la implementación de la comunicación y extensión social, con mayor
énfasis hacia los sectores de productores más vulnerables en particular,
y de pequeños y medianos en general;

•   la activa promoción, fomento y participación, con otros Organismos /
Instituciones del sector Público, en la implementación del retorno a
las actividades agropecuarias de los hijos de los productores que fue-
ron “expulsados” del sector en la segunda mitad del siglo XX por la
aplicación de incorrectas políticas; diseñando e impulsando la crea-
ción de nuevas formas asociativas que posibiliten adecuadas economí-
as de escala. Esta política integral implicaría la necesaria reparación
histórica a los expulsados de sus pequeñas y aún de medianas unida-
des de producción. Una política semejante debería ser aplicada para la
instalación de nuevos productores agropecuarios;

•  la activa promoción, fomento y participación a través de la asistencia
técnica, la comunicación y la extensión, al desarrollo de la agricultura
orgánica, incluyendo otras actividades productivas asociadas tanto a la
agricultura como al manejo sustentable de los bosques nativos para
aprovechamiento de los múltiples productos generados en ellos, inclu-
yendo la miel, los hongos, plantas medicinales, tintóreas, etc.;

•   la creación de Juntas de productos estratégicos, en el marco del
régimen federal (Juntas Nacional, Regionales, Provinciales), que
posibiliten un adecuado reordenamiento y control en los circuitos
de los productos, incluyendo exportación – importación, con el
objetivo de que los ingresos generados por la actividad beneficien a
los productores;

•  la implementación, en conjunto con otros Organismos / Instituciones
del sector Público, nacional, provinciales y municipales, de políticas
integrales activas para concretar la correcta reparación histórica a las
hoy minorías étnicas, descendientes de los primeros ocupantes del hoy
territorio nacional;
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•   impulsar un cambio sustancial en la tributación del sector, consoli-
dando la diversidad de impuestos en un Impuesto Único a la tierra,
bajo criterios progresivos en función de la superficie y localización.
A la par, la tributación deberá constituir un instrumento para
incentivar el cumplimiento de programas de producción y de soli-
daridad social. Entre los de solidaridad social debería incluirse la
participación de la mano de obra asalariada permanente y transito-
ria en los beneficios resultantes de la producción, así como en la
cogestión empresaria y en otras formas de participación en la ges-
tión integral de la actividad (Artículo 14’ bis de la Constitución
Nacional considerada vigente);

•   impulsar el establecimiento de un sistema de seguridad social integral
para los productores, incluyendo sus familias, así como para los asala-
riados permanentes y transitorios y sus familias, que los asegure obliga-
toriamente contra todo riesgo y accidentes, incluyendo desocupaciones
debidas a desastres naturales (inundaciones, granizo, incendios, etc.;

•  promover, apoyar y fomentar la agremiación real de los productores y
la de los trabajadores involucrados en las actividades de la producción
agropecuaria, a fin de posibilitar la activa y plena participación de
éstos en la política sectorial y en la implementación de ella; incluyen-
do la organización con fines de comercialización en el mercado inter-
no (incluyendo mercados informales) y externo;

•  implementar una política de ciencia y tecnología que se corresponda
con los cambios que se postulan para el sector, superando el actual
nivel de conducta imitativa de lo que se desarrolla en países considera-
dos avanzados, que generalmente implican altos subsidios energéticos
con degradación de los recursos naturales y expulsión de grandes con-
tingentes de mano de obra;

•   promover una política que de respuesta definitivamente a los proble-
mas generados por la deuda, con el sistema bancario nacional, a los pro-
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ductores que operan en predios de menos de trescientas hectáreas en la
Región Pampeana, o de superficies equivalentes en el resto del País;

•  promover, apoyar y fomentar la reactivación y la instalación de
plantas agroindustriales en el interior del País. Existen plantas
cerradas que podrían servir de instrumentos para la creación de
unidades de producción integradas verticalmente, en las que estén
asociados los productores de materia prima, el personal que opera
las plantas, y centros comerciales para la venta de los productos. La
mayoría de las plantas industriales cerradas son prácticamente de
propiedad de los Estados nacional y provinciales. Esta política posi-
bilitaría disminuir las migraciones hacia centros urbanos en bús-
queda de oportunidades de trabajo;

•  promover, apoyar y fomentar la exportación de productos agrope-
cuarios con adecuados niveles exigibles de valor agregado;

•  promover, apoyar y fomentar el consumo interno de productos agrope-
cuarios a nivel de los sectores de menores ingresos, con creación de mer-
cados cooperativos específicos que posibiliten disminuir los precios, tanto
a través de marcas especiales como por reducción de la carga impositiva y
el otorgamiento de créditos cuyas tasas de interés sean adecuadas a la acti-
vidad. El incremento de la recaudación impositiva debe ser el resultado de
una adecuada fiscalización, lo que implica aumentar la cantidad de ins-
pectores de la AFIP y el establecimiento de Tribunales del Fuero Fiscal de
emergencias;

•  promover, apoyar, fomentar e implementar en caso necesario, progra-
mas de capacitación de los productores, tendientes a que éstos maxi-
micen los beneficios que posibilitan obtener la implementación de las
políticas enunciadas en la mayoría de los puntos anteriores, con espe-
cial énfasis respecto a los productores que se reinsertan en el sector y a
los nuevos productores, incluyendo los beneficiarios de las políticas
tendientes al manejo de los bosques nativos para el aprovechamiento
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de la múltiple oferta producida en éstos (véase la propuesta:
Movilizar la Fuerza de Trabajo: LA MARCHA AL CAMPO), inclu-
yendo las actividades agroindustriales, tanto las concernientes a la
producción de alimentos como de insumos para la producción de
medicinas, artesanías, etc.;

•  establecer políticas eficaces y eficientes para el control de las evasiones
impositivas en la comercialización de existencias pecuarias. El instru-
mento a utilizar en el control puede, a la vez, ser un instrumento efi-
caz y eficiente en la lucha contra el abigeato de aquellas.

Si bien la propuesta de políticas mínimas arriba enunciadas constitu-
yen definiciones precisas, cabe señalar que ellas no agotan las necesa-
rias de implementar para transformar la actual orientación del Estado
en materia agropecuaria y forestal. Pero sí, sobre la base de aquellas es
indudablemente factible el diseño y la implementación de una estra-
tegia de crecimiento y desarrollo agropecuario y forestal sustentable,
sin dudas alternativa de la actual, con significativos efectos sobre la
calidad de vida de la población rural, incrementada por “LA MAR-
CHA AL CAMPO” de los expulsados del sector y de nuevos producto-
res incorporados a él.

5. Tecnologías

•  La investigación, el desarrollo y la selección de tecnologías se realiza-
rán en función social, superando la situación actual de dependencia e
incorporación de altos subsidios energéticos depredadores de los
recursos naturales y expulsores (por efecto) de grandes contingentes
de mano de obra.

•  En el sector agropecuario, la selección eliminará la actual concepción
de “revolución verde” y dependencia de insumos importados, aumen-
tará la ocupación de mano de obra, atenuará la desocupación, tendrá
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en cuenta los mercados de destino de la producción, entre otros bene-
ficios que además tendrán efectos positivos sobre los precios de los
productos, los volúmenes de oferta para el mercado interno, etc.

•  En el sector industrial la selección eliminará las tecnologías generado-
ras de contaminación y en los casos necesarios incorporará plantas de
tratamiento de los efluentes.

6. Industria

•  El Estado se hará cargo de las Industrias cuyo manejo constituye
monopolio y /o decisiones estratégicas; a partir de lo cual iniciará la
reconversión de la conducción de las mismas estableciendo formas de
participación social a las cuales nos hemos referido en otras partes de
este documento.

•  La inversión para el desarrollo Industrial estará basada fundamental-
mente en el ahorro interno, parte significativa del cual actualmente se
utiliza en la consolidación y fortalecimiento de los Sistemas
Financieros, Grupos Económicos y Empresas Transnacionales, así
como en el pago de la Deuda Externa legítima e ilegítima.

Teniendo en cuenta los objetivos del Nuevo Modelo o Proyecto Nacional y
la situación actual de la producción industrial, la reestructuración, recon-
versión y ampliación de la capacidad productiva industrial estará basada en
los criterios siguientes:

•  La utilidad social de la producción, o sea lo que la sociedad del Nuevo
Estado Nacional y de América Latina necesitan para satisfacer sus
necesidades básicas.

•  Deberá servir a los fines de la integración nacional, tanto en lo que
respecta a su localización geográfica como a la manufacturación de las
materias primas propias de cada zona.
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•  Posibilitar la mayor autonomía e independencia de la industria res-
pecto a insumos importados, en especial de aquellos producidos
fuera de los países del MERCOSUR, América Latina y del Tercer
Mundo, con los cuales se establecerán asociaciones necesarias en
función de los mercados para la generación de tecnología y la pro-
ducción de insumos y bienes.

•  Deberá establecer una adecuada complementación de objetivos y prio-
ridades entre la propiedad social, la acción de las empresas de capital
estatal y privado nacional.

•  Establecer un régimen de fomento y protección a la producción indus-
trial nacional, compatible con los acuerdos que se establezcan con los
Países del MERCOSUR, América Latina y el Tercer Mundo.

•  Incentivar la implementación de la participación social de los
Trabajadores sobre la gestión y beneficios en las industrias de capital
privado, lo que será obligatorio en las industrias del Estado y en las
Mixtas.

•  Establecer un Sistema de Capacitación Continua de la mano de obra
industrial, tanto en lo administrativo-contable como en las operacio-
nes técnicas operativas.

7. Transporte

A nivel de Transporte, se realizará la reestructuración y consolidación del
Sistema Nacional atendiendo los objetivos siguientes:

•  Garantizar que de modo creciente se satisfagan las necesidades de trans-
porte de la sociedad. A nivel de Municipio y Comisiones de Fomento de
núcleos humanos dispersos en el medio rural, se organizarán
Comisiones de Vecinos que supervisarán el funcionamiento de los
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medios de transporte. Esta participación será normada a fin de que
resulte operativa.

•  La reestructuración estará en función del desarrollo de la industria, el
sector agropecuario y forestal, el comercio, del turismo social y de la
integración nacional y latinoamericana. Será por lo tanto un importante
instrumento en la ejecución de las políticas de descentralización, de
fomento de las economías provinciales y de asentamiento de población.

•  Se postula la plena recuperación de los ferrocarriles como instru-
mento del desarrollo, la integración nacional y la integración latino-
americana. Asimismo, se desarrollará el sistema de transporte fluvial
y marítimo nacionales para posibilitar el transporte interno y exter-
no de bienes, utilizando en este desarrollo la plena capacidad insta-
lada en los astilleros nacionales.

•  Se normará la asignación de cargas, por medio, teniendo en cuenta las
características de los productos a transportar, los costos, economías
para el usuario y el consumidor final, empleo directo e indirecto, entre
otros criterios.

•  Se incentivará el desarrollo del transporte colectivo de pasajeros, res-
tringiendo el uso del medio de transporte automotor individual, ten-
diendo a la implementación del uso racional de la energía bajo crite-
rios ambientales y energéticos en horizontes de largo plazo.

8. Energía

•  Lo actuado por los Gobiernos en relación a las fuentes de energía no
renovables y de consumo masivo será revisado en su totalidad y se ela-
borará una política energética privilegiando el uso de las fuentes reno-
vables y la conservación de las no renovables. Esta determinación está
basada en la alta disponibilidad de recursos renovables y la escasez
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relativa de los no renovables, lo que impide garantizar un desarrollo
sostenible de las actividades socioeconómicas que dependen de estos
últimos recursos, en un horizonte de largo plazo.

•  La política energética tenderá a la satisfacción integral de los requeri-
mientos de la totalidad de los habitantes y de los sectores productivos
de bienes y de servicios, garantizando un uso basado en una racionali-
dad de conservación productiva y perpetua de los recursos renovables,
y de equilibrado uso de los no renovables, a la par de minimizar el
costo social y el impacto ambiental (efectos negativos) de la extrac-
ción, industrialización, transporte y uso de estos últimos. Lo dicho
implica una política de austeridad y eficiencia en el uso de las fuentes
energéticas, basada en medidas de conservación, de sustitución de
fuentes no renovables y de desarrollo y penetración de las renovables,
con énfasis en las de carácter descentralizado.

•  Como instrumento necesario se creará y/o fortalecerá una empresa
nacional por fuente de energía. En la propiedad de la misma tendrán
participación el Estado Nacional, el Estado Provincial involucrado (o
los Estados Provinciales), el personal que trabaje en las mismas, a
través de las Organizaciones Sindicales que los representan, y el
usuario. La participación del capital privado será secundario y sin
capacidad de decisión. Esto implica la recuperación de Empresas tales
como YCF, YPF, Gas del Estado, entre otras y la creación de empresas
del Estado, como fue el caso de Agua y Energía Eléctrica(4), para el
aprovechamiento de las fuentes renovables de energía(5).

•  En los casos necesarios, a nivel local, se promoverá y apoyará la consti-
tución de Cooperativas de distribución y /o producción de energía en
pequeña escala.

•  La participación de las empresas privadas, de capital nacional y asociadas
o no con capitales de empresas privadas de capitales de terceros Países,
podrán prestar servicios especializados o en acciones de construcción y
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mantenimiento de las instalaciones energéticas de las empresas naciona-
les, regionales y locales. Tales servicios se efectuarán mediante contratos
auténticos de locación de obras y servicios. El pago por tales servicios no
se realizará con el recurso primario extraído de los yacimientos.

•  La comercialización será realizada directamente por las Empresas
Energéticas del Estado, pudiendo en la distribución intervenir empre-
sas privadas bajo control de aquellas.

•  El control de gestión de las Empresas Energéticas será realizado por la
Sindicatura General de Empresas del Estado, previa reestructuración y
cambio de jurisdicción, pasando a depender del Congreso Nacional.
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(4) Agua y Energía Eléctrica fue el resultado de la fusión en el año 1947 de Centrales Eléctricas del Estado y

la Dirección General de Irrigación. Desde la nueva empresa se ejecutaron los proyectos del Plan Quinquenal,

considerados necesarios para industrializar el País y dotar a éste de energía de bajo costo. El resultado de ello

fue el sustancial incremento en potencia instalada en centrales, pasando esta de 45 mil kilovatios a 350 mil

entre los años 1943 y 1952. Ello concretado por la construcción de centrales hidroeléctricas. Otro de los

proyectos energéticos fue la puesta en producción en el año 1947 del yacimiento carbonífero de Río Turbio.

(5) El Convenio Colectivo de Trabajo, suscrito por primera vez en el año 1948, entre el Sindicato de Luz y

Fuerza y las Empresas, tuvo como marco conceptual la política de Justicia Social instaurada en el año 1945 por

el entonces Cnel. Juan Domingo Perón desde la Secretaría de Trabajo y Previsión de la Nación. Luego, en el

año 1949, el mencionado marco conceptual pasó a formar parte de la Constitución Nacional, incluido como

Capítulo III (Derechos del Trabajador, de la Familia, de la Ancianidad y de la Educación y la Cultura), Artículo 37

(derechos especiales). 

Conceptualmente, el Convenio Colectivo de Trabajo implica un estatuto de Comunidad Organizada, que pone de

manifiesto una concepción de trabajo humano y de presencia activa y permanente de los Trabajadores en la

vida de las Empresas. 

Sustentados en dicha concepción, el Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la Patagonia procura la recreación

de la Comunidad Organizada del Sector, entendiendo que es la única estructura funcional capaz de implementar

una eficiente prestación de servicios públicos a la Sociedad. 

Reafirmando lo expresado, cabe trascribir el enunciado en el Preámbulo de históricos Convenios Colectivos de

Trabajo firmados por el Sindicato y las Empresas, enunciado cuya vigencia consideramos necesario recuperar:

“el Sindicato y las Empresas establecen constituir una Comunidad Organizada, que reconoce su origen en la

filosofía participativa de los Trabajadores en las Empresas donde se desempeñan y que aspira a la

incorporación progresiva de los usuarios en el conocimiento y solución de los problemas que los afectan. La

Comunidad de Trabajo comprende a todos los niveles del quehacer laboral, desde las jerarquías más altas hasta

el Trabajador de más reciente ingreso y comprende la presencia participativa responsable de todos y cada uno

en la consecución de los objetivos sociales que una empresa de servicios públicos tiene trazados en beneficio

del País al que sirve y del  Pueblo al que se debe.



•  Se implementará un Código de Energía que determine las característi-
cas del Sistema a fin de posibilitar la participación de cada uno de los
niveles explicitados en párrafos anteriores.

•  Se establecerán normas necesarias y suficientes para incentivar el
desarrollo tecnológico con participación creciente de la industria
local en el equipamiento y construcciones energéticas. Estas normas,
por extensión, incentivarán la industria metalmecánica y demanda-
rán la adaptación y generación de tecnología de avanzada e ingenie-
ría, disminuyendo sustancialmente las necesidades de equipos y
materiales importados.

•  A fin de posibilitar la plena implementación de la política energética
serán revisadas las normas opuestas a la misma. Se investigarán res-
ponsabilidades y determinarán los montos de indemnización que deba
percibir el Estado por los pasivos ambientales generados por la activi-
dad privada en las últimas tres décadas.

•  Todo el comercio exterior energético está reservado al Estado.
Se eliminará el sistema de peaje para la construcción de todo tipo 
de obra energética, la que quedará a cargo de las empresas 
nacionales.

9. Ambiente

•  Como consecuencia de la Reunión ECO ‘92 realizada en Río de
Janeiro en el mes de junio de 1992, comenzaron a tomar estado públi-
co componentes de la problemática ambiental en los Países. En el
nuestro, por la falta de compromiso y jerarquía de la Secretaría con
incumbencia sobre el tema, el ocultamiento de los problemas ambien-
tales que afectan seriamente la de por sí baja calidad de vida de la
población, asume alarmantes características.
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•  La degradación o eliminación de los bosques nativos maderables y
no maderables, los procesos de erosión hídrica y eólica de los sue-
los, la degradación de las cuencas hidrográficas, la desertificación y
desertización en áreas localizadas inclusive en ecosistemas natural-
mente húmedos y semihúmedos, no áridos, el alarmante contenido
de agrotóxicos en los alimentos de la ingesta humana diaria, la con-
taminación de las aguas superficiales y subterráneas por efluentes
industriales y agroquímicos, la de los principales acuíferos que
abastecen una sustancial porción de los requerimientos para el con-
sumo humano y otros usos, la contaminación del aire en áreas
urbanas, la destrucción de humedales de gran valor por sus múlti-
ples funciones, las pérdidas de biodiversidad en la flora y la fauna
nativa, sintetizan algunos de los problemas ambientales presentes en
Argentina, y que no reciben un adecuado tratamiento o son nega-
dos como tales.

•  La reversión de la situación actual requiere poner énfasis no sólo en
una simple participación de la población, sino en una incorpora-
ción real de la misma en la elaboración conjunta de diagnósticos
ambientales en profundidad y en la definición de las políticas,
incorporando así el saber popular tanto en la determinación de los
objetivos de calidad de vida, como en las formas de aprovechamien-
to de los recursos, tecnologías, etc.

•  Pero además requiere la formulación de una política tecnológica
suficiente para promover y apoyar una activa generación de tecno-
logías adecuadas a los ecosistemas del País y a la participación de la
población en las decisiones sobre el modelo de desarrollo. La ins-
trumentación de una política de tales características posibilitará
niveles de desarrollo autónomo de las decisiones de las empresas
transnacionales y grupos económicos que actualmente concentran
el desarrollo tecnológico. La oferta tecnológica de estas presenta,
como mínimo, dos problemas:
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•  se trata de tecnologías para países cuyos recursos naturales difie-
ren de los existentes en nuestro País, y

•  los factores escasos en esos países difieren sustancialmente de los
presentes en nuestro País.

•  Teniendo en cuenta lo antedicho y considerando la revolución tecno-
lógica en los países del norte, se acelerará el desarrollo del potencial
tecnológico nacional (o de asociación de Países de América Latina) en
lo concerniente a la informática y a la biotecnología adecuadas al
objetivo de desarrollo nacional.

•  Se realizará una intensa promoción de la utilización de los desechos
industriales para impedir su disposición contaminante. Ello implica una
acción a través de los precios, los sistemas de financiamiento y el sistema
de salud, tendiente a lograr una utilización integral de la materia prima,
un incremento del empleo en nuevas industrias y un impacto positivo en
el ambiente natural.

•  El diseño y la construcción de la obra pública tendrán como base
las características de los ecosistemas en los cuales se asentarán las
obras. El no haber tenido en cuenta ello, ocasionó en la mayoría de
los casos una reducción sustantiva de la vida útil de la mayoría de
las obras construidas y un elevado costo de mantenimiento de la
totalidad o de una parte sustancial de sus componentes (represas,
caminos, vías férreas, obras para riego, puentes, etc.). Un adecuado
ordenamiento ambiental dará lugar a medidas que se manifestarán,
por ejemplo, en las cuencas hidrográficas, en la vegetación, etc. La
aplicación de medidas como la mencionada disminuirán los riesgos
de las inundaciones, por ejemplo.

•  Se promoverá y apoyará la adopción de métodos de producción
menos dependientes de grandes consumos energéticos de fuentes no
renovables, a la par que se promoverá y apoyará el uso de energía de
fuentes renovables. Asociado a ello, será obligatoria la incorporación
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de la dimensión ambiental en los proyectos hidroeléctricos (y de apro-
vechamiento múltiple), tanto en los ya implementados como en los
que se encuentran en estado de proyecto. En este último caso, desde la
concepción inicial del proyecto hasta la ejecución y puesta en funcio-
namiento de la obra, teniendo como objetivo asegurar la máxima pro-
ductividad en los diferentes usos del agua, tendiente a asegurar la
máxima productividad en los diferentes usos del agua, con un mínimo
impacto negativo sobre la naturaleza y el hombre.

•  Será obligatoria la minimización de los procesos de contaminación en
la extracción de petróleo y carbón mineral, a través de un cambio tec-
nológico y una utilización integral de los desechos.

•  Se promoverá y apoyará la producción de medios materiales para la
utilización integral de diversas fuentes de energía renovable (eólica,
solar, biomasa, minihidro, etc., entre las principales viables en el País).

•  El Estado mantendrá permanentemente actualizado el Balance
Energético, como instrumento en la selección de tecnologías, tanto en
lo concerniente a todas las fuentes de energía, como en el caso de la
producción agropecuaria, por tratarse esta de una actividad significa-
tivamente artificializada.

•  El Estado implementará un riguroso control y una adecuada aten-
ción de la salud del trabajador a partir del ambiente laboral inclusi-
ve, incorporando cambios en los procesos productivos y /o reduc-
ción de las emisiones generadas en los mismos. En el País existe gran
difusión de las enfermedades profesionales, generalmente incorrecta-
mente evaluadas. Las más frecuentes son las respiratorias y las que
afectan al sistema nervioso y ocasionan diversos tipos de cáncer.

Cabe destacar que lo explicitado como medidas básicas no constituye la
totalidad de las necesarias, pero sirven de marco de referencia para los
sectores productivos y de servicios.
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Finalmente, el Estado generará un proceso de planificación ambiental a
diferentes niveles:

•  en el de la planificación global, introducirá el concepto de un desarro-
llo ecológico y socialmente adecuado, donde las potencialidades natu-
rales y humanas jueguen un rol decisivo.

•  en el de la planificación regional y provincial, incorporará los con-
ceptos de ordenamiento ambiental para la detección de las poten-
cialidades y las restricciones de los recursos naturales, a fin de supe-
rar degradaciones, dilapidaciones y desaprovechamientos, y consi-
derar la racionalidad de los distintos sectores sociales (sus móviles
esenciales). El actual desaprovechamiento de los recursos, basado
esencialmente en la aplicación extrema de las ventajas comparativas
a nivel internacional, debe complementarse con la producción de
aquellos bienes que pueden satisfacer las necesidades de los sectores
más necesitados de la población. Todo ello, en el marco de la rees-
tructuración del consumo.

•  en el de la planificación municipal o local, asumirá un ordena-
miento que reestructure la ciudad o el pueblo en función de 
una mejor Calidad de Vida de la Población involucrada en 
esos medios.

Institucionalmente, se considera necesario lo siguiente:

•  El dictado de una Ley Marco de Gestión Ambiental de los Recursos
Hídricos :(a) políticas que incentiven el ahorro y uso eficiente del
agua; b) políticas dirigidas hacia la utilización ambientalmente susten-
table del recurso agua; c) políticas que provean seguridad jurídica en
los derechos de uso del agua y en la resolución de conflictos entre
jurisdicciones administrativas y usuarios; d) políticas para atender
problemas de equidad social, incluyendo la mitigación de efectos de
las inundaciones).
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•  Jerarquización del tema Ambiental, transformando la actual Secretaría
en un Ministerio del Ambiente, Recursos Naturales y Desarrollo
Sustentable, con funciones de compatibilización de las políticas, pla-
nes, programas y proyectos de todos los Organismos del Poder
Ejecutivo Nacional, con la política ambiental, incluyendo en ellas las
concernientes a los Convenios internacionales suscritos por la Nación
y por lo tanto de rango Constitucional. También, como parte de sus
incumbencias, este Ministerio debería:

•  Elaborar y elevar a través del PEN, al Congreso de la Nación, un
Proyecto de Ley Marco que norme el Manejo Sustentable de los
Recursos Naturales, como un instrumento necesario para el cum-
plimiento de los compromisos asumidos por la Nación en junio
de 1992 en la Cumbre para la Tierra y ratificados en sendos
Convenios Mundiales de rango Constitucional. En el proceso de
elaboración y aprobación de este Proyecto, antes de su elevación
al PEN, debería participar activamente el Consejo Federal de
Medio Ambiente, las Organizaciones No Gubernamentales
Ambientalistas y los representantes de otros sectores sociales
involucrados en el tema.

•  Implementar una política activa de promoción y efectivo
apoyo a las Provincias para la elaboración de los Planes para el
Ordenamiento Ambiental de sus respectivos Territorios.
Posteriormente, en el marco sintetizador del COFEMA y en un
amplio proceso participativo abierto a todos los sectores socia-
les, dichos Planes deberían ser compatibilizados e integrados en
un Plan Nacional que debería tener en cuenta la necesidad del
establecimiento de compensaciones entre las Provincias, debi-
das a los desequilibrios de potencialidades entre ellas, no sólo
en razón de los recursos naturales sino también de los procesos
de crecimiento de las respectivas economías y de las históricas
contribuciones que realizaron para el crecimiento de la econo-
mía nacional. Las compensaciones podrían hacerse efectivas a
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través de un Fondo Ambiental Nacional administrado por el
Ministerio con la activa participación del COFEMA y de las
ONG Ambientalistas.

•  Elaborar un Proyecto de Ley para la transferencia de las juris-
dicciones de Parques y de Áreas Protegidas de la Nación a las
Provincias, acompañada de sendos Planes de Manejo producti-
vo sustentable, basado en el aprovechamiento de los múltiples
productos y servicios ambientales incluidos directa o indirecta-
mente en sus superficies. Una parte de los recursos financieros
generados por dichos servicios ambientales ingresaría al Fondo
Ambiental Nacional. El manejo productivo de estas superficies
daría lugar a la generación de una cantidad, de muy alta signifi-
cación, de puestos de trabajo.

•  Elaboración de las normas necesarias para la incorporación de la
dimensión ambiental en el cumplimiento de las actividades propias
de la función pública nacional, con fuerte énfasis en la capacitación
de todo el personal involucrado en ella, en todas las categorías.

•  Implementar una política activa de promoción y efectivo
apoyo a las Provincias para la incorporación de la dimensión
ambiental en el cumplimiento de las actividades propias de la
función pública provincial, con fuerte énfasis en la capacitación
de todo su personal.

•  Implementar una política activa de promoción y efectivo apoyo
a las Provincias para la realización de Estudios en profundidad
sobre la contaminación del Aire en las Ciudades cuyas poblacio-
nes están afectadas (desde el punto de vista sanitario) por el
intenso tráfico automotor, así como por la emisión de gases
tóxicos en particular y de otros tipos de efluentes contaminantes
generados por industrias con alto nivel de desaprove-chamiento
de sus residuos; estudios que deberían abarcar los Pueblos cuyos
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habitantes también están afectados por las emisiones de Gases
en particular y de otros tipos de efluentes contaminantes gene-
rados por las industrias o por cosechas de la agricultura.

•  Implementar una política activa de investigación sobre las tecno-
logías instaladas en el sector industrial, así como respecto a la
oferta de tecnologías alternativas que posibiliten la minimización
de la contaminación ocasionada por aquellas. La investigación
abarcará también la elaboración de políticas activas del Estado
tendientes a posibilitar la sustitución de las tecnologías que dan
lugar a procesos contaminantes, con penalidades a quienes no
hagan uso de las facilidades establecidas para el cambio de tecno-
logía. El producido por la aplicación de dichas sanciones ingresa-
rá al Fondo Ambiental Nacional.

•  Implementar una política activa de investigación sobre las tecnolo-
gías o métodos de producción usadas en el sector agropecuario,
forestal y pesquero, así como respecto a la oferta de tecnologías
alternativas que posibiliten la minimización de la degradación y / o
contaminación ocasionada por aquellas. La investigación debería
abarcar también la elaboración de políticas activas del Estado ten-
dientes a posibilitar la sustitución de las tecnologías que dan lugar
a procesos de degradación de los recursos y / o contaminación, con
penalidades a quienes no hagan uso de las facilidades establecidas
para el cambio de tecnología. El producido por la aplicación de
dichas sanciones debería ingresar al Fondo Ambiental Nacional.

•  Elaborar y elevar a través del PEN, al Congreso de la Nación, un
Proyecto de Ley cuyo objetivo principal sea el de obligar al
Manejo Sustentable de los Bosques Nativos (implica modificar la
actual ley de Bosques Nativos), para el aprovechamiento integral
de sus múltiples productos y servicios ambientales, con una
implicancia altamente significativa respecto a la generación de
puestos de trabajo, así como de ingresos que formarían parte de
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los recursos del Fondo Ambiental Nacional, derivados de los ser-
vicios ambientales prestados por las superficies usadas en la con-
servación productiva de estos Bosques.

•  Promover y apoyar activamente a las Provincias en la creación de
mercados locales para posibilitar el aumento del consumo de los
sectores sociales de menores ingresos, así como de mercados
regionales funcionales a los intercambios entre los mercados loca-
les, y de un mercado nacional y de exportación de los nuevos
productos generados por el manejo integral de los Bosques
Nativos, en el marco tecnológico que garantice la obtención de
productos orgánicos con sello de garantía de origen.

•  Promover y apoyar activamente a las Provincias para la incorpo-
ración de las Etnias descendientes de los primeros ocupantes del
hoy territorio nacional en el manejo integral y a perpetuidad de
Bosques Nativos, posibilitando la organización y el desarrollo cul-
tural autónomo de las mismas, con estricto respeto a la elección
de ellas respecto a la calidad de vida.

•  Promover y apoyar activamente a las Provincias para el estableci-
miento de un Sistema de Información sobre los Recursos
Naturales que informe sobre existencia, cuantía y dinámica, en
particular en lo concerniente a los recursos naturales nativos, con
fines de planificación del uso sustentable de los mismos. Y esta-
blecimiento de una red que posibilite el intercambio de informa-
ción entre las Provincias y entre cada una de éstas y la Nación,
incluyendo las Universidades Nacionales.

•  Promover y apoyar activamente a las Provincias y
Universidades Nacionales para que asociadas implementen
Programas y Proyectos de Investigación sobre la existencia,
cuantía y dinámica de los recursos naturales renovables, en
particular en lo concerniente a los recursos nativos.
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•  Promover y apoyar activamente a las Provincias en la elaboración
de políticas tecnológicas que posibiliten la generación de tecnolo-
gías adecuadas para el manejo integral de los ecosistemas terres-
tres y acuáticos.

•  Desarrollar investigaciones sobre la utilización de los desechos
industriales en nuevos procesos industriales, a fin de minimizar la
necesidad de disposición de residuos contaminantes. Promover y
apoyar activamente a las Provincias en sus acciones tendientes a
la adopción de los resultados, obtenidos de las investigaciones,
por parte de las empresas industriales localizadas en sus respecti-
vas jurisdicciones.

•  Elaborar la normativa necesaria para que el diseño y la cons-
trucción de la obra pública nacional tenga como base el estricto
respeto a las características específicas de los ecosistemas invo-
lucrados en dicha obra, y promover la adopción de igual acti-
tud por parte de las Provincias en lo concerniente a la obra
pública provincial y municipal. Esta política implicará un alar-
gamiento de la vida útil de las obras, así como una disminución
del costo de mantenimiento de las mismas y de la ocurrencia
de catástrofes, como inundaciones por ejemplo, ocasionadas en
la mayoría de los casos por el actual no respeto a las caracterís-
ticas de los ecosistemas.

•  Elaborar la normativa necesaria para exigir que todos los proyec-
tos incorporen la dimensión ambiental desde la concepción ini-
cial de los mismos hasta la ejecución, puesta en funcionamiento y
gestión posterior de las obras involucradas en ellos, tendiente a
asegurar la minimización de los impactos negativos sobre la
sociedad y la naturaleza.

•  Promover y apoyar a las Provincias para el establecimiento de un
riguroso control y adecuada atención de la salud del trabajador a
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partir del ambiente laboral inclusive y la incorporación de cam-
bios en los procesos productivos y / o reducción de las emisiones
generadas por los mismos.

•  Elaborar y elevar a través del PEN, al Congreso de la Nación,
un Proyecto de Ley Integral para el aprovechamiento y manejo
de las aguas superficiales y subterráneas, privilegiando el uso
para consumo humano, lo que implica el mantenimiento de un
permanente monitoreo de la calidad de las mismas, así como
de un adecuado poder de policía tendiente a hacer efectiva la
prohibición de uso de las aguas para la descarga de efluentes
contaminantes, también para obligar a las empresas a la adop-
ción de tecnologías adecuadas para el tratamiento de dichos
efluentes. Y promover la adopción de un criterio similar por
parte de las Provincias.

•  Asistir a las Provincias en la determinación del pasivo ambien-
tal generado por actividades extractivas, productivas y de servi-
cios, que hayan ocasionado daño o pérdida en el potencial pro-
ductivo de los recursos naturales renovables, o perturbaciones
sanitarias en la población humana. Así mismo, asistir a las
Provincias en las gestiones para que los responsables de aque-
llas cumplan con lo establecido en el Artículo 41 de la
Constitución Nacional vigente, respecto a la recomposición de
lo dañado, compensación por las pérdidas, e indemnizaciones a
la población humana afectada.

10. Educación

Consideramos que los cuatro niveles básicos: Preprimario, Primario,
Secundario y Universitario, tienen el mismo valor estratégico para el
Proyecto de Estado, Sociedad y Nación, razón por la cual preparare-
mos un proyecto de Ley que refleje ello ya que la Ley vigente no da
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respuestas a los problemas y sí, en cambio, el sistema educativo en 
su conjunto incorpora nuevos problemas en lugar de soluciones,
posibilitando, entre otras desviaciones, por una parte, la formación
privilegiada de pocos en centros educativos privados de alto costo y
con financiamiento parcial o total del Estado, y por otra parte la exis-
tencia de una mayoría de centros educativos de los Estado Nacional 
y Provinciales prácticamente gratuitos pero con serias deficiencias
presupuestarias, con desgranamientos de significativas magnitudes,
que implica la no superación de la ignorancia de muchos y, como
resultado de dicha dualidad, la consolidación de la estructura de
Poder en el País.

Eso sí, cabe enfatizar en la necesidad de una modificación de los planes
de enseñanza a fin de lograr, entre otros objetivos, una mejor compren-
sión de los problemas ambientales y sociales y una mayor relación entre
las ciencias y las instancias de la investigación y la acción. Por consi-
guiente, el Estado pondrá especial énfasis en estos temas.

11. Salud

La base de la política en el Nuevo Estado Nacional tendrá los siguientes
componentes:

•  Atención Primaria de la Salud;

•  Medicinas gratuitas;

•  Hospitales;

•  Seguro integral para toda la Familia;

•  Monitoreo de las actividades productivas generadoras de contami-
nación y daños a la salud humana, directa e indirectamente;
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•  Investigación;

•  Soberanía y Seguridad Alimenticias;

•  Donación de Órganos; etc.

•  Se establecerá un riguroso control y una adecuada atención de la
salud de los trabajadores a partir del ambiente laboral inclusive,
incorporando cambios en los procesos productivos y / o en la
reducción de las emisiones generadas en los mismos.

•  En el País existe gran difusión de las enfermedades profesionales,
generalmente incorrectamente evaluadas. Las más frecuentes son las
respiratorias y las que afectan al sistema nervioso y ocasionan diversos
tipos de cáncer.

•  El control de salud, por razones obvias, se extenderá a las Familias de
los Trabajadores 

Cabe destacar que lo explicitado como medidas básicas no agotan la
lista de las necesarias, pero sirven de marco de referencia para los secto-
res productivos y de servicios.

12. Respuestas urgentes

12.1. Tendientes a concretar: HAMBRE 0
12.2. Tendientes a concretar: Déficit HABITACIONAL 0
12.3. Tendientes a concretar: DESOCUPACIÓN ESTRUCTURAL 0
12.4. Renta Básica por Ciudadanía y Localización

12.1 y 12.3. HAMBRE 0 y DESOCUPACIÓN ESTRUCTURAL 0
La casi totalidad de las propuestas publicitadas para salir de la “cri-
sis” (en realidad de la destrucción del Estado, perpetrada para
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aumentar aun más el nivel de ganancias de una minoría asociada o
involucrada en capitales transnacionales, o en acumulaciones de los
tradicionales y de los históricos capitales nacionales), enfatizan en
distinguir la contribución que a ello podrían aportar tanto el sector
industrial, como el comercio de recursos no renovables (petróleo,
gas, minerales), la venta de servicios especiales, la industria de la
construcción, grandes volúmenes de escasos productos primarios de
la agricultura y, por supuesto, una sustancial disminución de la
deuda externa, aceptando como legítima la fuertemente sospechada
de ilegítima.

Por lo tanto, se trata de propuestas que tienen como principal sostén y
destinatario el mercado externo, y para ello se insiste hasta el cansancio
en la necesidad de producir “competitivamente”, lo que en este caso sig-
nifica producir bienes y extraer recursos naturales no renovables, e
incluso algunos renovables tratados como no renovables, bajo criterios
de uso de capital intensivo, lo que implica minimizar la ocupación de la
fuerza de trabajo humano.

Pero claro, las propuestas se explican por provenir en su mayoría de
profesionales o políticos animados por una cultura netamente urbana
y que solo conocen “folklóricamente” la existencia de algunos recur-
sos naturales, es decir, ni siquiera de la potencialidad de uso de los
aún no extinguidos. Frente a ello caben un par de reflexiones que, por
cierto, no agotan las que al respecto podrían desarrollarse situándose
en el centro de nuestro País, sumido integralmente en una catástrofe
inimaginable por las riquezas naturales que contiene. Pero esta es la
situación, una situación de catástrofe a la que hay que dar respuesta
en lo inmediato para no seguir cometiendo los errores “productivis-
tas”, considerados como aciertos por políticos y economistas puestos
en el papel de dictadores de las políticas globales y sectoriales, muchas
veces, claro está, con el “patriótico” apoyo de los destructores del
Estado Nacional, o el silencio cómplice de “académicos” beneficiados
con dádivas de los destructores.
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Si hoy el Gobierno Nacional se dispusiera a solucionar de manera
permanente y en el menor tiempo posible el drama de la desocupa-
ción y el hambre, y si solo se fijara en las posibilidades ocupacionales
de la construcción, la respuesta desde el punto de vista estructural no
sería la correcta. Si a ello se agregara la implementación de políticas
tendientes al crecimiento de la producción industrial con destino
principal al mercado externo, la escala y tecnología requeridas para
ello implicaría una demanda mínima de fuerza de trabajo, y también
en este caso la respuesta desde el punto de vista estructural no sería la
correcta. Y si a ello se sumara la generación de empleo por la venta de
servicios especiales y la intensificación de la extracción y venta de
recursos naturales no renovables, la demanda ocupacional continuaría
siendo mínima, aun agregando a todo ello las demandas indirectas
generadas por cada una de las mencionadas actividades, por lo tanto,
la respuesta seguiría siendo incorrecta.

Para dar respuesta inmediata a los problemas planteados, es necesario
diseñar e implementar un perfil productivo que parta del conocimiento
de aquellos, es decir, de las situaciones de desocupación, hambre,
degradación de recursos naturales renovables, tendencia al agota-
miento de algunos no renovables, injusta distribución de la riqueza
nacional, concentración de los recursos naturales en pocas manos, así
como de su uso y goce, entre muchos otros que nos condujeron a la
situación de catástrofe social actual, lo que exige lecturas, análisis y
respuestas sistémicas.

Y en esa lectura y análisis aparece un sector, extraño o ajeno en las pos-
tulaciones políticas y económicas de los argentinos “modernos”, tanto de
los de derecha, declarados y/o vergonzantes, como de los de la izquierda
tradicional que siempre intentó representar las demandas de los obreros
industriales y las de los trabajadores del sector público. Ese sector extra-
ño es el que genérica y convencionalmente (aunque mueva a “escánda-
lo”) denominaremos agrícola, abarcando en él a todos los recursos natu-
rales vegetales y animales, cultivados o no, criados o no por el hombre,
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así como a la agroindustria de escala familiar o comunitaria, ambas
pequeñas o a lo sumo medianas en sentido estricto.

Poner en marcha este sector, en el marco de un Nuevo Proyecto
Nacional que, entre otros objetivos, debe dar una respuesta estructural y
sistémica a los problemas ya mencionados, implica asumir la decisión
política de implementar un nuevo perfil productivo, basado en el apro-
vechamiento y uso integral de los recursos naturales renovables y no
renovables, en el marco conceptual del desarrollo sustentable. Ello inclu-
ye necesariamente la introducción de un cambio sustancial en la estruc-
tura de tenencia de la tierra, con una marcha casi masiva de desocupa-
dos y subocupados para incorporarse a las actividades productivas y de
servicios en el sector, no como asalariados sino como productores bajo
diversas formas asociativas de producción primaria, trabajo, agroindus-
tria, servicios, comercialización, etc.

A grandes rasgos y sin pretensiones de lograr una síntesis acabada, al
final de este breve borrador insertamos el Programa de la Marcha al
Campo.

Finalmente, cabe destacar que no se partiría de 0 en la experiencia 
de la Marcha al Campo, por cuanto existen ejemplos en implementa-
ciones exitosas no obstante las limitaciones presupuestarias que
enfrentan. Por solo citar un caso, mencionaremos lo desarrollado 
por un conjunto de militantes sociales en el marco de la Asociación
Jaime De Nevares, pese a la incomprensión y oposición gubernamen-
tal; o en Santiago del Estero la organización MOCASE, pese al 
hostigamiento de pretendidos “dueños” de la tierra y la “ausencia o
distracción” del gobierno provincial; o los esfuerzos que realizan
miembros de Etnias originarias en diversas provincias de “gobiernos
ausentistas o cómplices de terratenientes modernos”, e incluso los
esfuerzos que realizan Organizaciones de Desocupados para producir
alimentos que les posibilite paliar las situaciones de Hambre que
enfrentan sus Familias.
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De todos esos casos resulta una experiencia que debe ser capitalizada si
se quiere superar estructuralmente los graves problemas de Hambre y
Desocupación, hoy dominantes en el territorio nacional.

12.1 y 12.2. HAMBRE 0 y DÉFICIT OCUPACIONAL 0
En las ciudades y grandes pueblos los espacios abiertos (plazas, parques,
veredas, estaciones ferroviarias, baldíos, etc.), son usados como sitios
“dormitorios”, “comedores”, “servicios sanitarios”, etc., por personas de
diversa edad, y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se agregan a esos
usos espacios públicos cerrados, tales como las estaciones de subterráne-
os, de ferrocarril, o los sitios localizados debajo de las autopistas, cuando
no simplemente los espacios brindados por las recovas o las escalinatas
de grandes edificios, como el del Senado de la Nación, por ejemplo.

Esta modalidad de “solucionar” problemas de déficit habitacional,
genera condiciones propicias para el desarrollo de prácticas de explo-
tación aberrante de niños, ancianos y personas con problemas de dis-
capacidades. Vecinos ocasionales de este “ejército” de pobres intentan
paliar situaciones de Hambre extremo, pero no de protección de las
inclemencias del clima, enfermedades, etc.

Por otra parte, desaprensivos propietarios (incluyendo el Estado de la
Ciudad de Buenos Aires) de edificios usados como “conventillos” (de
calidad inferior a los Conventillos de otros tiempos del País), explotan
las necesidades habitacionales de emigrantes de Países hermanos y del
interior del País, para obtener ganancias extraordinarias sin necesidad
de invertir para mejorar las condiciones de las ocasionales viviendas.
Así, familias de cuatro o más miembros viven en una habitación que a la
vez usan como comedor, cocina, etc. y cada tanto deben enfrentar raz-
zias policiales con diversas motivaciones.

Frente a lo explicitado, ¿cuáles o cuál es la respuesta de los gobernan-
tes? Lamentablemente, mirar para otro lado, no obstante que por lo
general existen edificios, departamentos, casas, de propiedad fiscal,
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incluyendo de organismos que ya no requieren de ellos para el cum-
plimiento de sus funciones, abandonados. Construcciones que con
bajo presupuesto podrían ser puestos a disposición de los “habitantes
de la calle”, desarrollando a la par programas de Alfabetización,
Capacitación en Artesanías y en Oficios prácticamente desaparecidos,
asistencia sanitaria, social, generación de empleos, entre muchas otras
acciones a las cuales el Estado esta obligado. Claro esta que cumplien-
do con esos deberes los gobernantes no podrían, quizás, presentar
balances con superávit de gestión, donde las vidas que se pierden por
lograr el mismo no forman parte de los débitos de los balances.

Por ello, sostenemos que de manera urgente debe ponerse énfasis en
solucionar el problema de los “habitantes de la calle”, reintegrándolos a la
vida ciudadana. Y si la infraestructura habitacional ya construida resulta
insuficiente para ello, en los baldíos, que son muchos en todas las ciuda-
des, debe iniciarse la instalación de viviendas prefabricadas de madera,
sobre bases sólidas y diseños adecuados a las condiciones climáticas.

En el caso particular de la Ciudad Autónoma de Buenos existe una canti-
dad apreciable de edificios semi construidos, parte de ellos de propiedad
fiscal, en los cuales se observa el avance del deterioro por la paralización
de la obra. También existen grandes edificios otrora plenamente utiliza-
dos por las FFAA y hoy muy subutilizados, al igual que otros grandes edi-
ficios que eran plenamente usados por las empresas hoy privatizadas o
concesionadas, y que hoy se encuentran también subutilizados. Por otra
parte, diversos Ministerios son propietarios de Edificios que recibieron
como herencias vacantes, que también podrían ser usados en este parti-
cular programa hasta tanto los avances del programas de Desocupación
tendiendo a 0 aporten otra solución al problema de déficit habitacional.

El programa de déficit habitacional tiene que incluir el programa de
Hambre 0, respecto a la parte de la población que esté contenida en el
primero, e incluir un programa de Salud integral para los beneficiarios
de estos programas.
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12.4. RENTA BÁSICA POR CIUDADANÍA Y LOCALIZACIÓN
La Renta Básica por Ciudadanía, como instrumento del Desarrollo
Nacional Sustentable
Aquí expondremos las características generales de la Renta Básica –
RB por ciudadanía y localización territorial, para explicitar su utilidad
como un instrumento para el desarrollo nacional sustentable, evitan-
do la continuidad de la migración rural hacia centros urbanos, así
como la permanencia en el tiempo de los planes y bolsones de ali-
mentos usados para la manipulación de población marginada, des-
ocupada y subocupada, que va generando pérdidas significativas del
valor de la dignidad humana, a la par de una nueva y degradante cul-
tura: la desestructuración familiar con todas sus obvias secuelas que
parecieran privilegiar, a la par de un exacerbado individualismo, el
desprecio por la vida humana.

Claro está que la principal responsabilidad por la persistencia de la
clara tendencia antes mencionada, es del Estado, tanto Nacional como
Provincial, por ignorancia en unos casos, y por intencionalidad en
otros casos, de los gobernantes y sus equipos respecto a la insuficiente
generación de posibilidades de ocupación permanente y digna de la
fuerza de trabajo humano.

Con la propuesta del establecimiento de la Renta Básica por Ciudadanía y
Localización Territorial, estamos planteando una alternativa a la política
de los planes y bolsones de alimentos, a la par que el compromiso cierto y
obligatorio de los gobernantes respecto a la generación de empleo para la
población económicamente activa actualmente desocupada. La imple-
mentación de dicha Renta, a la par de los objetivos hasta aquí explicitados,
implicaría además otros beneficios tangibles, tales como los siguientes:

•  Evitaría el despoblamiento o vaciamiento de amplias áreas del territo-
rio, que ha venido potenciando la posibilidad de concentración de la
tierra en particular y de los recursos naturales en general, en pocas
manos, tanto individuales como de empresas, nacionales y extranjeras;

54 |  Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la Patagonia



•  Posibilitaría el manejo de los recursos naturales en el marco conceptual
del Desarrollo Sustentable, alargando la vida útil de los mismos y demo-
rando prudencialmente el agotamiento de las reservas de los recursos
naturales no renovables, potenciado por la ausencia de otras actividades
demandantes de ocupación permanente bajo condiciones dignas;

•  En el caso del punto anterior, también potenciado por la ausencia de
un Proyecto Nacional en cuyo marco se elaboren programas, proyec-
tos y actividades para el desarrollo de otras actividades productivas o
de servicios, apoyadas por una adecuada asistencia técnica brindada
por los Estados, es decir tanto nacional como provinciales;

•  Es decir, la implementación de la Renta Básica por Ciudadanía y
Localización Territorial no será aplicada para paliar ilimitadamente la
desocupación estructural; disminuir la magnitud de las migraciones
rural > urbana o rural > rural (a centros rural – urbanos), para dismi-
nuir la presión sobre los servicios básicos de los centros receptores de la
migración; atenuar el impacto sobre la ocupación de la fuerza de traba-
jo, ocasionado por el agotamiento de las posibilidades de generación de
empleo, bajo el modelo de crecimiento asumido; etc., sino como un
compromiso formal de los Estados nacional y provinciales de iniciar
un proceso, ampliamente participativo y protagónico de la población,
que conduzca al diseño de un Proyecto Nacional en el marco concep-
tual del Desarrollo Nacional Sustentable y la Justicia Social, lo cual no
solamente es deseable, sino fuertemente irrenunciable para revertir los
efectos de la injusticia social, e innegablemente viable a partir de la
dotación de recursos naturales existentes en el territorio nacional. Para
ello será necesario asumir lo que falta: la voluntad política para la reali-
zación de los cambios necesarios.

•  Sin dudas deben existir numerosas ideas y consolidados pensamientos
en el marco conceptual Nacional y Popular, que posibilitará avanzar
en la construcción de la Patria Chica, primero, y de la Patria Grande
luego. Por nuestra parte, ponemos a disposición, como disparador,
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lineamientos para el diseño de un Proyecto Nacional, así como
Programas y Proyectos cuyos resultados tenderían a eliminar en el
corto y mediano plazo la necesidad del mantenimiento de la Renta
Básica por Ciudadanía y Localización Territorial.

•  Ahora bien, ¿porqué decimos Ciudadanía y Localización Territorial?
porque partimos del supuesto que nos da el conocimiento respecto a
las diferencias existentes a nivel del territorio nacional, lo que debería
dar lugar a estratificaciones que tengan en cuenta dichas diferencias.

•  Obviamente, surgirán preguntas respecto a cuales son las posibilidades
reales de implementación de la mencionada Renta, desde el punto de
vista de los recursos monetarios. Prácticamente, la implementación de
la RB podría ser financiada, por ejemplo, con la recuperación de la
renta generada por la extracción de minerales y de hidrocarburos,
entre otras rentas hoy captadas y exportadas por particulares y/o
empresas nacionales y no nacionales, que fueron beneficiados por la
“generosidad” de gobernantes.

•  Por otra parte, cabe destacar que la RB debe ser considerada y tratada
como una inversión realizada por el Estado, tanto para evitar en los
centros de concentración de la población, desocupada y subocupada,
la degradación y pérdida cada vez mas acelerada de su mas valioso
Recurso: su POBLACION HUMANA, así como también debe ser asu-
mida como un instrumento de alta potencialidad para posibilitar la
retención de habitantes en áreas consideradas estratégicas en el terri-
torio, lo que, realizado en el marco conceptual del Desarrollo
Sustentable, implicaría la generación de las condiciones necesarias
para que dicha retención tenga fines ecológicos, económicos y sociales.

•  Complementando lo anterior, y a título de ejemplo, una vez iniciado
el proceso de puesta en marcha del o de los proyectos en el marco de
la aplicación del instrumento de RB, en un territorio dado, la pobla-
ción beneficiada debería seguir gozando de la percepción de la Renta
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Básica por Ciudadanía y Localización, y a medida que avanza la gene-
ración de ingresos por los resultados del o de los proyectos, el monto
de RB iría disminuyendo progresivamente hasta terminar en 0, cuan-
do el o los proyectos alcancen el estado de régimen adecuado, en tér-
minos de generación de ingresos para atender los requerimientos bási-
cos y de gradual capitalización de la población beneficiada;

•  A los fines de evitar distorsiones en el otorgamiento y pago men-
sual, o bimensual, o trimestral de la RB, ésta debería formar parte
de un derecho establecido por Ley, una Ley específica para cada
zona del territorio en la que se implemente. El pago debería ser rea-
lizado con la frecuencia establecida en dicha Ley, por la Institución
Bancaria o, en el caso de la no existencia de ella, por otra
Institución Oficial del Estado Nacional o de la/s Provincia/s en la
que se implemente la RB;

•  Aunque parezca obvio, se considera necesario explicitar que la percep-
ción de RB implica beneficios y obligaciones. Entre estas últimas, el
compromiso de la población beneficiada, de incorporarse a los pro-
yectos, lo que implica incorporación plena, que se inicia desde el
momento de la decisión sobre el tipo de proyecto a elaborar, la parti-
cipación protagónica en la elaboración del mismo, la participación
protagónica en la organización para la implementación del proyecto y
la implementación del mismo bajo la Asistencia Técnica del Estado
Nacional y/o provincial.

•  La RB puede constituir un instrumento valioso en la implementación
de políticas sociales y productivas tendientes a la redistribución de los
ingresos y riquezas del territorio nacional;

•  La RB constituiría un instrumento contra la exclusión social y posibi-
litaría transparentar las políticas económico sociales y eliminar las sos-
pechas sobre las denominadas “trampas de la pobreza, la marginación
y la desocupación”;
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•  La RB no constituye un techo, sino un piso para iniciar la implemen-
tación del desarrollo nacional sustentable, atendiendo principalmente
la necesidad de ocupación productiva del territorio;

•  La RB posibilitaría eliminar prácticas asistenciales basadas en el “clien-
telismo”, que ofende y degrada la dignidad humana.

En síntesis, la propuesta de establecimiento de una Renta Básica por
Ciudadanía y Localización que ponemos a disposición para su análisis
y desarrollo operativo, consideramos que constituye un instrumento
superador de los proyectos reduccionistas que circulan propagandiza-
dos y/ o reclamados por diversos ámbitos, con un común denomina-
dor: dotar de un paliativo insuficiente e ineficaz en la superación de
los males generados por la exclusión social, cualquiera sea su grado.
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ANEXO
LA MARCHA AL CAMPO

El significado de “La Marcha al Campo”, desde la 
perspectiva de la generación de ocupación directa e 
indirecta bajo criterios de desarrollo sustentable

Las propuestas más divulgadas respecto a políticas tendientes a la supe-
ración de las problemáticas laboral, pobreza e indigencia, parten del
supuesto que la actual estructura económica se encuentra consolidada y
es irreversible. Por consiguiente, predomina la exhortación a la buena
voluntad de los BENEFICIARIOS de los cambios introducidos en el País
desde el año 1975 a la fecha, para que contribuyan a atenuar los efectos
negativos de ellos.

Pero en el transcurso de los últimos prácticamente ochenta (80) años,
como mínimo, y excepto breves lapsos, el “Gran Empresario” demos-
tró no estar interesado en el desarrollo nacional y sí en el crecimiento
económico que posibilita su fácil enriquecimiento.

Parecería que las propuestas para superar la Desocupación, la Pobreza
y la Indigencia estuvieran dadas en un marco en el que la contribu-
ción previsible de los diversos actores sociales que participan en la
actividad económica no admite discusión. Este rígido marco aparece
como asumido por una importante porción de la dirigencia de los
Partidos políticos y de los miembros de círculos académicos, científi-
cos y tecnológicos. Solo así se explicaría la repetición de propuestas 
de escasa o nula eficiencia respecto a la superación de los menciona-
dos problemas.

Una omisión constante en dicho tipo de propuesta es la concerniente
a la contribución que puede realizar el SECTOR AGROPECUARIO,
directa e indirectamente, en la creación de puestos de trabajo de
carácter permanente, así como en la democratización de la economía,
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condición necesaria para la transformación productiva con Justicia
Social. A la superación de dicha omisión la denominamos simbólica-
mente “LA MARCHA AL CAMPO”.

La Marcha al Campo implica cambios sustantivos y necesarios. Ellos,
como mínimo, son los siguientes:

a) fundamentalmente, cambios en la disponibilidad y uso de la tierra a
partir de:

•  superficies ociosas, con aptitud para uso agrícola;
•  superficies ociosas o inadecuadamente usadas, con disponibilidad de

agua para riego, no utilizada;
•  obras para riego insuficientemente aprovechadas;
•  tierras fiscales susceptibles de ser regadas;
•  tierras fiscales con bosques nativos (alrededor de diez millones de

hectáreas), cuyo manejo posibilitaría maximizar el aprovechamiento
de su oferta integral (de bienes y servicios).

b) cambios en los Métodos de Producción, principalmente en lo con-
cerniente a:

•  Biodiversidad, tanto en cultivos como en los ecosistemas forestales y
otros;

•  Mecanización, determinada por las características de los suelos, la
magnitud de la superficie cultivada, la fuerza de trabajo disponi-
ble en las Explotaciones Agropecuarias (EAP-s), entre otras aspec-
tos determinantes de dicho nivel;

c) simplificaciones en los circuitos de los productos, eliminando eslabo-
nes innecesarios e incorporando otros, tales como la industrialización de
materia prima y de residuos;

d) creación de Instituciones para la comercialización de productos no
tipificados (mercados con consumidores “cautivos” por su localización),
pero con certificación de origen; y de productos tipificados (Creación de
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Juntas Reguladoras por producto o conjunto de productos semejantes)

e) sustantivo mejoramiento de los servicios Públicos Agropecuarios, lo
que implica:

•  la creación de Centros de Investigación y/o de Experimentación
(Centros I/E);

•  investigación, compatible con los requerimientos del Programa de
Producción;

•  adecuada dotación de Profesionales para los nuevos Centros de I/E;
•  designación de una adecuada cantidad de Profesionales para el

Servicio de Comunicación Agraria;

f) Crédito compatible con la evolución de las nuevas Unidades
Asociativas de Producción;

g) Fomento de la Organización Asociativa de los Productores, para el
acceso a la tenencia de la tierra y al resto de los servicios integrales;

h) Establecimiento de Seguros Integrales que cubran las necesidades y
los riesgos del Productor y su Familia (salud, educación, producción,
como componentes principales);

i) Establecimiento de un Sistema Impositivo simplificado y diferencial
según:

•  magnitud de la superficie disponible, sea individual, o proporcional-
mente si la tenencia es en Unidades Asociativas de Producción;

•  magnitud de la ocupación, expresada en hombres/año;
•  cumplimiento del Art.14 bis de la Constitución Nacional (“...; parti-

cipación en las ganancias de las empresas, con control de la produc-
ción y colaboración en la dirección; ...”);

•  orientación predominante de la producción (mercado interno,
externo, combinaciones, etc.);

•  disponibilidad de agua para riego y magnitud de la misma;
•  cumplimiento de los programas de producción, entre otros aspectos.
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Estimación de requerimientos para la implementación 
del programa

La estimación de los tiempos requeridos para la implementación del
programa “la marcha al campo”; del número de potenciales beneficia-
rios, directos e indirectos; la estimación preliminar de requerimientos
financieros, potenciales y fuentes de financiamiento, tiene como princi-
pales determinantes los siguientes supuestos:

•  Tanto a nivel del Poder Ejecutivo Nacional y de los Poderes Ejecutivos
Provinciales, como de los respectivos Poderes Legislativos, existe la
voluntad y la decisión política de implementar el Programa; y que un
importante número de la Población Total Desocupada asume como
propia la posibilidad de ingreso y/o de reingreso al Sector, bajo regí-
menes legales que garantizan la titularidad de los beneficiarios bajo
adecuadas formas de tenencia, asistencia técnica, crediticia, etc., para
garantizar el éxito en la actividad.

•  Ello implica, primero, la activa participación de los mencionados
Poderes en la ejecución de acciones de planificación y de elaboración y
aprobación de las leyes, para “LA MARCHA AL CAMPO” de
Población actualmente desocupada.

•  Segundo, implica la realización de un Censo Nacional (Expeditivo) de
la Población Desocupada y Subocupada, tendiente a relevar los datos
básicos de los Jefes de Familia y de los Miembros de ésta, así como
sobre niveles de capacitación; opiniones en relación a la Participación;
a la Calidad de Vida asumida como deseable; entre otros datos de uti-
lidad para la Planificación de “LA MARCHA AL CAMPO”.

•  El Censo sea implementado por el INDEC, para determinar la magni-
tud del Universo de potenciales beneficiarios.

•  Una vez determinado dicho Universo, iniciar un intenso proceso de
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Capacitación laboral a cargo de Profesionales, comunicadores agríco-
las y forestales, organizados bajo la dependencia del INTA, la que
debería ser reestructurada funcionalmente para cumplir con éste y los
posteriores objetivos de la “LA MARCHA AL CAMPO”.

•  Durante el proceso de Capacitación, las Familias de los Beneficiarios
deberán ser atendidas por un Programa Alimentario Integral (PAI), en
cuya gestión deberán participar activamente los Jefes de Familia.

•  El PAI deberá atender los requerimientos complementarios de las
Familias Beneficiarias durante los dos primeros años de instalación en
el Sector.

•  El proceso de Capacitación deberá realizarse en las Escuelas, o
Colegios, o Universidades más cercanas a los Barrios en los que se
registre la mayor concentración de Familias Beneficiarias del
Programa. El diseño de la currícula para la Capacitación deberá tener
en cuenta los diversos niveles de formación y experiencias de los Jefes
de Familia y de los miembros de las mismas, captadas por el Censo.

•  En el transcurso del proceso de Capacitación, previo a la radicación en
el Sector, los menores de edad que cursan estudios pre-primarios y
secundarios recibirán apoyo educativo para la realización de las tareas
diarias, luego de la jornada de concurrencia obligatoria a las escuelas y
colegios en las que cursan sus estudios normales. Este apoyo deberá
ser impartido por personal especializado, a nivel de Barrio o de un
conjunto de Barrios adyacentes.

•  Los miembros de las Familias que ingresen al Programa “LA MAR-
CHA AL CAMPO”, que estén en condiciones de iniciar estudios ter-
ciarios o universitarios en Facultades de Agronomía o de Ciencias
Agrarias, o Forestales, o de Veterinaria, o equivalentes, serán beca-
dos y recibirán durante los dos primeros años de dichos estudios
apoyo educativo en Centros Especializados.
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•  En las EAP-s se construirán las viviendas adecuadas en términos de los
requerimientos para un aceptable nivel de bienestar.

•  En las áreas de las EAP-s se incorporarán también, como Beneficiarios,
Profesionales Agrícolas en una proporción de un profesional o técnico
por cada ochenta Familias Beneficiarias. Ellos serán incorporados
como Productores bajo un régimen especial: los primeros cuatro (4)
años trabajarán simultáneamente como Productores independientes y
como Profesionales del INTA en extensión - comunicación.

•  Teniendo en cuenta que en los primeros años la cantidad de
Familias Productoras por Profesional sería excesiva, recibirán el
apoyo de los Extensionistas - Comunicadores del INTA. Durante los
siguientes cuatro (4) años actuarán también como Productores
independientes y como Profesionales del INTA, pero con dedicación
parcial equivalente a medio tiempo diario en este última función.
Una vez finalizado el segundo lapso de vinculación funcional con el
INTA, quedarán desvinculados de ella y podrán actuar simultánea-
mente como Productores y Profesionales autónomos.

•  La masiva radicación de productores en el Sector determina la necesi-
dad de elaborar un Plan Agrícola - Forestal Integral y Sustentable
(PAFIS). En él deberán quedar incluidos todos los aspectos relaciona-
dos con el Sector, desde la organización de los productores; la selec-
ción de productos y tecnologías; la organización de los servicios agrí-
colas y forestales básicos; la producción propiamente dicha; la trans-
formación; la preparación de los productos para la comercialización;
la utilización de los residuos como materia prima para nuevos proce-
sos de transformación; la organización de los mercados diferenciales;
la comercialización interna; la comercialización externa; el seguro
agrícola y forestal integral; el crédito; la tributación; la energización
rural; entre otros.

•  Iniciando las estimaciones del Programa, se asume que el total de Jefes
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de Familia desocupados y subocupados que optarán por ser
Beneficiarios directos estará en un orden mínimo de cuatrocientas
mil (400 mil) Personas.

•  Para atender los problemas de producción, se asume la necesidad de
incorporar en las áreas del Programa alrededor de 5.000 Profesionales
Agrícolas e incrementar la cantidad de Extensionistas e
Investigadores, como personal de planta permanente del INTA, en
alrededor de 2.000 Profesionales.

•  La generación de empleo en las actividades de producción, razona-
blemente, puede asumirse en un orden equivalente a una (1)
Persona por Productor, o sea unas cuatrocientas mil (400 mil)
Personas adicionales. La relación del productor con el personal
empleado estará sujeta a las condiciones establecidas en la
Constitución Nacional respecto a los Asalariados.

•  Además de los Beneficiarios directos del Programa, cabe mencionar la
generación de empleos indirectos en la Agroindustria y en los
Servicios localizados en el medio rural, así como en la industria de
maquinarias y equipos agrícolas, en el movimiento en las EAP-s y en
el transporte de corta, media y larga distancia, estimándose que tam-
bién podría estimular la recuperación plena del transporte ferroviario.

•  A los fines de la ejecución del Programa, éste deberá ser desagregado a
nivel de Región, o de Zona, o de Provincia, o de Departamento, o de
Partido, según las prioridades determinadas por los requerimientos de
alimentos de la Población local, a corto, mediano y largo plazo, al
igual que respecto a la demanda actual y potencial externa.

•  La ejecución del Programa, como un instrumento de alta significación
en la superación de la Pobreza, presenta como ventaja, respecto a los
Programas hasta hoy anunciados oficialmente, la generación directa
de no menos de un millón (1 millón) de puestos de trabajo perma-
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nentes en el Sector, y la generación indirecta de puestos de trabajo en
Servicios, Agroindustrias y en las ramas industriales productoras de
maquinarias y equipos e insumos en general, en magnitud superior a
la de los Beneficiarios directos.

•  Además, aumentaría la demanda de diversas profesiones posibilitando
la capitalización de la inversión que la Sociedad viene realizando en
Educación, Ciencia y Tecnología.

•  Por otra parte, la transferencia de una porción de Población urbana al
medio rural disminuiría significativamente la cantidad y calidad de los
efectos e impactos negativos generados por los modelos socioeconó-
micos aplicados en las últimas décadas, que se manifiestan principal-
mente en los centros receptores de la emigración rural.

•  Los requerimientos del Programa, respecto a superficie agropecua-
ria y forestal, se sitúan en un orden accesible. Una parte sustantiva
de dicho requerimiento podría estar integrada por superficies
actualmente ocupadas por Bosques Nativos (alrededor de diez
millones de hectáreas son de propiedad fiscal). El manejo integral
de una importante porción del total de la superficie de los ecosiste-
mas forestales nativo podría constituir una parte altamente signifi-
cativa del Programa. A dicha superficie podría agregarse la benefi-
ciadas por la construcción de obras hidráulicas de aprovechamiento
múltiple, que incluye la posibilidad de realización de cultivos bajo
riego, y superficies fiscales actualmente no utilizadas y susceptibles
de ser cultivadas. En síntesis, la magnitud de la superficie estimada
necesaria para la implementación del Programa es aproximadamen-
te igual a 2/3 de la actualmente concentrada en alrededor de seis mil
ciento sesenta (6.160) EAP-s que constituyen alrededor de 1,8% de
las censadas con límites definidos. Como puede inferirse, una signi-
ficativa porción de la superficie estimada necesaria para las metas
del Programa es aún de propiedad fiscal.

66 |  Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la Patagonia



•  Cabe recordar que numerosos profesionales, tanto del Sector públi-
co como del privado, incluyendo investigadores de Universidades y
de Centros especializados, sostienen que la actual superficie cultiva-
da (o sea entre veintiocho y treinta y cuatro millones de hectáreas –
28 a 34 millones) podría ser triplicada, al igual que la superficie
bajo riego. Si se tiene en cuenta la subutilización actual de la super-
ficie apta, actualmente contenida en las EAP-s, para el desarrollo de
actividades agropecuarias, se infiere que el aumento de la superficie
cultivada debería ser pensado como una expansión “hacia adentro”
de las EAP-s y no como un corrimiento “hacia afuera” de la actual
frontera agropecuaria, ya que esto último implica prácticamente
seguir avanzando en el cambio de uso de la tierra basado en la eli-
minación de ecosistemas forestales, aumentando la vulnerabilidad
del País. En cambio, la superficie bajo riego puede ser expandida,
por una parte, introduciendo tecnologías de uso racional del agua,
lo que también contribuiría a minimizar la degradación de los sue-
los usados para cultivos bajo riego y, por otra parte, como resultado
de obras de infraestructura programadas con este fin. Además, las
mismas fuentes sostienen que los Bosques y Montes con especies
nativas (alrededor de treinta y cuatro millones de hectáreas) podrí-
an, bajo manejo, mejorar sustantivamente la productividad total de
los Ecosistemas Forestales, es decir, la de la flora maderable y no
maderable, así como la de las faunas, incrementando además la
capacidad de absorción de los gases de efecto invernadero (princi-
palmente CO2) y mejorando significativamente la eficiencia del
conjunto de las funciones de dichos Ecosistemas, que implican tam-
bién prestaciones de servicios ambientales a otros ecosistemas y al
mejoramiento cuali – cuantitativo de otros recursos escasos, tales
como el agua por ejemplo.
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CRONOGRAMA POSIBLE PARA LA EJECUCIÓN DE LAS
ACCIONES DEL PROGRAMA “UNA VUELTA AL CAMPO”, 
EN LOS PRIMEROS 48 MESES

MES ACCIONES

1 y 2 •  Organización Institucional del Programa,
con la participación de los máximos 
Representantes de Ministerios, Secretarías 
e Instituciones involucradas.

•  Selección de las superficies que serán 
incorporadas al Programa

•  Iniciación de la elaboración de los 
Proyectos de Leyes prioritarias.

3, 4 y 5 •  Organización y realización del Censo 
Nacional expeditivo. Procesamiento de la 
información y elaboración del Informe 
Final. Determinación del universo de 
Beneficiarios.

•  Tratamiento y sanción de las Leyes 
prioritarias.

•  Inicio de la aplicación de las Leyes 
prioritarias.

•  Elaboración de los Proyectos de Leyes 
complementarias.

•  Organización del Programa Alimentario 
Integral (PAI).

•  Selección de los Profesionales 
Agropecuarios y Forestales Beneficiarios y 
Funcionarios del Programa “LA MARCHA 
AL CAMPO”.

•  Elaboración del Plan de Desarrollo 
Agropecuario y Forestal Integral Sustentable.



MES ACCIONES

6 a 8 •  Finalización de la elaboración del Plan de 
Desarrollo Agropecuario y Forestal Integral 
Sustentable. Aprobación por Ley e inicio de
su aplicación.

•  Tratamiento y sanción de las Leyes comple
mentarias. Inicio de aplicación.

•  Inicio de la implementación del PAI y del 
Seguro Agrícola Integral (SAI).

•  Inicio de la Capacitación de los Jefes de 
Familia y de los miembros de éstas.

•  Inicio de las acciones de apoyo educativo a 
los niños.

•  Inicio de la construcción de viviendas en 
las nuevas EAP.

•  Inicio del proceso de radicación de 
Profesionales Agrícolas en el Campo.

9 a 12 •  Continuación de la ejecución del Plan de 
Desarrollo Agropecuario y Forestal 
Integral Sustentable.

•  Continuación de la implementación del 
PAI y del SAI.

•  Continuación de la Capacitación de los 
Jefes de Familia y de los miembros de éstas.

•  Continuación de las acciones de apoyo 
educativo a los niños.

•  Continuación de la construcción de vivien
das en las EAP.
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MES ACCIONES

9 a 12 (cont) •  Continuación de la incorporación de 
Profesionales Agrícolas al INTA, como parte
del Programa “LA MARCHA AL CAMPO”.

13 a 24 •  Continuación de la construcción de 
Viviendas.

•  Finalización de radicación de Profesionales 
Agrícolas en el Campo.

•  Finalización de la incorporación de 
Profesionales Agrícolas al INTA.

•  Continuación de la radicación de las 
Familias beneficiarias.

•  Continuación de la implementación 
del PAI.

•  Continuación del apoyo del INTA.
•  Puesta en marcha de los mercados 

diferenciales.
•  Intensificación en la implementación 

del SAI.

25 a 36 •  Continuación de la Construcción de
Viviendas.

•  Continuación de la radicación de las
Familias beneficiarias.

•  Continuación de la implementación 
del PAI y del SAI.

•  Funcionamiento pleno de los mercados 
diferenciales.

•  Continuación del apoyo del INTA.
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MES ACCIONES

37 a 48 •  Finalización del Programa de Construcción
de Viviendas.

•  Finalización de la radicación de las 
familias beneficiarias.

•  Continuación de la implementación 
del PAI y del SAI.

•  Continuación del apoyo del INTA.
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Este libro fue realizado por el Sindicato Regional de Luz y Fuerza de la
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